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Resumen

Este articulo examina la posicién constitucional de la Comisién dentro
de la Unién y, en particular, explora algunos de sus poderes fundamentales a la
luz de la jurisprudencia mds reciente del Tribunal de Justicia. A caballo entre
la tecnocracia y la politica, y sin corresponder sus funciones a las que tradicio-
nalmente ejerce el poder ejecutivo a nivel nacional, examinaremos brevemente
su evolucidn, asi como los debates sobre su legitimidad. Tras explorar més en
particular tres aspectos de su accién: su poder de iniciativa, su poder de
desarrollo normativo y de ejecucidn, y su poder en la accién exterior, intenta-
remos sacar algunas conclusiones.

Palabras clave

Derecho de iniciativa; principio de equilibrio institucional; represen-
tacién exterior; actos delegados; actos de ejecucién; legitimidad democrdtica.

Consejero juridico principal, Servicio Juridico, Comisién Europea. Las opiniones
expresadas no representan necesariamente las de la Comisién Europea y no pueden en
ningln caso ser atribuidas a la misma. El autor desea agradecer a Alba Vizquez Lépez
la ayuda prestada en la elaboracién de este articulo.


mailto:fernando.castillo-de-la-torre@ec.europa.eu
https://doi.org/10.18042/cepc/rdce.76.02

32 FERNANDO CASTILLO DE LA TORRE

THE EUROPEAN COMMISSION AND THE GENERAL INTEREST OF THE UNION
Abstract

This article examines the constitutional position of the Commission within the
Union and, in particular, explores some of its fundamental powers in the light of the
most recent case law of the Court of Justice. Halfway between technocracy and poli-
tics, and without corresponding its functions to those traditionally exercised by the
executive power at the national level, we will briefly examine its evolution, as well as
the debates on its legitimacy. After exploring more particularly three aspects of its
powers: its power of initiative, its power of normative development and of implemen-
tation, and its power in the external action, we will try to draw some conclusions.

Keywords

Right of initative; principle of institutional balance; external representation;
delegated acts; implementing acts; democratic legitimacy.

LA COMMISSION EUROPEENNE ET L'INTERET GENERAL DE L'UNION
Résumé

Cet article examine la position constitutionnelle de la Commission au sein de
I'Union et, en particulier, explore certains de ses pouvoirs fondamentaux a la lumiére
de la jurisprudence la plus récente de la Cour de justice. A mi-chemin entre techno-
cratie et politique, et sans correspondre ses fonctions a celles traditionnellement exer-
cées par le pouvoir exécutif au niveau national, nous examinerons bri¢vement son
évolution, ainsi que les débats sur sa légitimité. Apres avoir exploré plus particuliere-
ment trois aspects de son action: son pouvoir d’initiative, son pouvoir d’élaboration
et d’exécution normative et son pouvoir dans action extérieure, nous tenterons de
tirer quelques conclusions.

Mots clés

Droit d’initiative; principe d’équilibre institutionnel; représentation externe;
actes délégués; actes d’exécution; légitimité démocratique.
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I.  INTRODUCCION

La Comisién Europea es la institucién que mejor refleja el ideal europeo.
Es una institucién atipica en el panorama internacional, pues goza de un
sorprendente nivel de autonomia y de fuertes poderes coercitivos que pueden
vincular tanto a los Estados miembros como a los particulares. Gracias
también a su monopolio de la iniciativa legislativa, la Comisién Europea
determina la agenda (Blom-Hansen y Senninger, 2021) y ha logrado en gran
medida mantener su estatus a pesar de las sucesivas reformas de los Tratados
constitutivos.

Existen diversas imdgenes que la ciencia politica ha desarrollado para
representar a la Comisién. No son infrecuentes los enfoques que evocan
imdgenes contradictorias, ya que a veces se la ve como motor de una integracién
«a cualquier precio», mientras que hay quienes la analizan en clave de politica
de partidos o de representacién de intereses nacionales (Blom-Hansen y

Revista de Derecho Comunitario Europeo, 76, septiembre-diciembre (2023), pp. 31-73



34 FERNANDO CASTILLO DE LA TORRE

Senninger, 2021; Eckhardt y Wessels, 2018). La Comisién es un érgano
politico, pero que se presenta a veces como dérgano técnico, e idedlogo de la
integracién europea (Karagiannis, 2000: 27). Lo importante es que la
Comisién no puede reducirse a ser un agente de los Estados miembros o
incluso del Parlamento que la ha nombrado y con respecto al que es politica-
mente responsable. Como veremos, el propio Tribunal de Justicia ha
confirmado que se le asigna la defensa y promocién de un interés especifica-
mente europeo.

El art. 17 del Tratado de la Uni6én Europea (TUE) y los arts. 244 a 250
del Tratado de Funcionamiento de la Unién Europea (TFUE) contienen las
disposiciones bdsicas relativas a la composicién, poderes y funcionamiento
interno de la Comisién Europea. Asimismo, la Comisién Europea ha aprobado
su reglamento interno mediante Decisién de 29 de noviembre de 20007, Esta
contribucién se centrard en la posicién constitucional de la Comisién y, en
particular, en la definicién de sus funciones fundamentales. Estas funciones
suscitan a veces tensiones con las otras instituciones, y a cémo se han dilucidado
algunos litigios interinstitucionales a este respecto dedicaremos también una
buena parte de las préximas pdginas.

II. LA EVOLUCION DEL PAPEL DE LA COMISION EN UNA UNION
SOMETIDA A CAMBIOS CONSTANTES: DE LA TECNOCRACIA A
LA POLITICA

La Comisién es ciertamente la idea mds original del sistema institucional
de la Unién y constituye la base del éxito de la empresa europea. Tras los
fracasos de las formas tradicionales de cooperacién internacional y las trégicas
consecuencias que siguieron, los «padres fundadores» de las Comunidades
propusieron esta solucién revolucionaria: una institucién que posee un interés
supranacional y, por tanto, necesariamente independiente de los Estados
miembros, pero al mismo tiempo en consonancia con todas las sensibilidades
y exigencias nacionales, de modo que se garantice en todo momento el apoyo
de principio de las partes interesadas en el proceso de integracién (Ponzano,
2004: 55).

La evolucién de la Unién ha transformado a su vez fundamentalmente el
papel de la Comisién. Las opiniones de que la Comisién deberia ser un mero
colegio de tecndcratas fueron, sin embargo, dominantes durante las negocia-
ciones que condujeron a la firma y a la eventual ratificacién del Tratado CEE

2 DO L 308, de 8 de diciembre de 2000, pp. 26-34, modificado en diversas ocasiones.

Revista de Derecho Comunitario Europeo, 76, septiembre-diciembre (2023), pp. 31-73



LA COMISION EUROPEA Y EL INTERES GENERAL DE LA UNION 35

en 1957 (Smulders, 2019: 183-185). Lo que finalmente se acordé en el marco
del Tratado CEE, en 1957, y se reflej6 en sus arts. 158 y 161, aunque con
algunos restos de este enfoque, se aparté del mismo en la medida en que
contiene una serie de garantias de una mayor independencia y responsabilidad
de la Comisién: un 6rgano ejecutivo, compuesto por nueve miembros elegidos
por su competencia general y por su independencia, de comdn acuerdo por
los Estados miembros (art. 158 CEE), sujetos al control judicial ejercido por el
Tribunal de Justicia (arts. 173-175 CEE) y responsables ante la Asamblea, por
entonces compuesta por delegados designados por los Parlamentos nacionales
de los Estados miembros (art. 144 CEE). Una vez nombrados, los miembros de
la Comisién debian desempenar sus funciones sin solicitar ni aceptar instruc-
ciones de ningtin gobierno u otro organismo, férmula que seguia utilizindose,
mutatis mutandis, en el art. 17 del actual TUE. Sus decisiones se adoptarian
por mayoria simple y, como érgano colegiado, asumia la responsabilidad
colectiva de las mismas.

Dada la naturaleza percibida como predominantemente técnica de las
tareas que se asignaron inicialmente y el estricto marco para su ejercicio, no es
sorprendente que los primeros miembros de la Comisién fueran antiguos
altos funcionarios, en lugar de politicos, con la tinica excepcién de unos pocos
antiguos ministros que, sin embargo, habian tenido una cartera técnica en sus
Gobiernos nacionales (Bitsch, 2014; Smulders, 2019: 186).

La evolucién del papel de la Comisién no puede comprenderse sin
recordar brevemente las transformaciones institucionales de la propia Unién.
Por una parte, hay que destacar el protagonismo creciente del Parlamento
Europeo. Por otra parte, en la década de 1970 el cariz politico de la CEE se
consolida cuando los jefes de Estado o de Gobierno anunciaron que, en
adelante, junto con el presidente de la Comisién Europea, se reunirian perié-
dicamente, acompafiados por sus ministros de Asuntos Exteriores, como
formacién del Consejo, para trabajar en el 4mbito de la cooperacién politica.
El ahora llamado Consejo Europeo ha ido interviniendo crecientemente en la
orientacién estratégica del proceso de integracién de la Unién. Estas dos
tendencias reflejan que la eficacia y el desarrollo a de la Unién exigen un
compromiso més intenso de los mds altos responsables politicos en los Estados
miembros, asi como un refuerzo constante de legitimacién popular. Esto se
refleja a su vez en la propia composicién de la Comisién: durante el tltimo
cuarto de siglo la Comisién ha estado principalmente dirigida por antiguos
primeros ministros®. El Colegio de Comisarios de hoy cuenta entre sus

3 Jacques Santer (Luxemburgo); Romano Prodi (Italia); José Manuel Barroso (Portugal);

y Jean-Claude Juncker (Luxemburgo).
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miembros una gran mayoria de antiguos ministros, incluidos algunos antiguos
primeros ministros.

Aun cuando las funciones de la Comisién no hayan cambiado en lo
fundamental a lo largo de sucesivas modificaciones de los Tratados, el prota-
gonismo creciente de las otras instituciones incide, como veremos, en el
ejercicio efectivo de las competencias de la Comisién alterando el equilibrio.
Una abundante literatura ha abordado precisamente si el papel de la Comisién
estd en declive o no, con opiniones bdsicamente para todos los gustos (Nugent
y Rhinard, 2016). El supuesto declive se ha asociado frecuentemente con la
«ascensién» del Consejo Europeo y la introduccién de un presidente perma-
nente del mismo. No obstante, recientemente se habla por el contrario de un
cambio de corriente en que la Comisién, debido a su rol preponderante en las
acciones que han sido necesarias para hacer frente a diversas crisis (la finan-
ciera, la migratoria, la sanitaria, la guerra en Ucrania), ha salido fortalecida
(Lehne, 2023). Sin poder entrar a dilucidar dicho debate, lo interesante es que
los poderes formales de la Comisién no han variado sustancialmente.

ll. LOS PODERES DE LA COMISION Y EL PRINCIPIO DE EQUILIBRIO
INSTITUCIONAL

A la Comisién se le otorgaron desde el principio una serie completa de
obligaciones, que el Tratado de Lisboa se limité esencialmente a consolidar
y completar en la enumeracion contenida en el art. 17, apdos. 1y 2, TUE.
Los Tratados confieren a la Comisién una cantidad importante de poderes:
promoverd el interés general de la UE y tomard las iniciativas adecuadas a
tal fin. Esta funcién es una novedad introducida por el Tratado de Lisboa
(Rosas y Armati, 2010: 84). La Comisién garantiza la aplicacién de los
Tratados de la UE vy, en su calidad de guardidn, supervisard la aplicacién
del derecho de la UE. Ejecuta también un gran presupuesto anual. Goza de
un derecho exclusivo de iniciativa en la gran mayoria de los procedimientos
legislativos. Ejerce funciones de coordinacidn, ejecucién y gestién, tal
como se establece en numerosos actos de derecho primario y derivado de la
Unién.

Esta enumeracién es de por si un paso importante en términos de trans-
parencia y claridad en comparacién con la situacién anterior, en la que solo
algunas de las funciones estaban recogidas expresamente en las disposiciones
que describfan las funciones de la Comisién, mientras que otras misiones
igualmente importantes, como la iniciativa legislativa o la representacién
exterior, debian deducirse de otras disposiciones de los Tratados o incluso de
la prictica. De la mera lectura de esta lista se desprende inmediatamente la
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naturaleza muy variada de estas misiones, que participan, en mayor o menor
medida, en el ejercicio de la funcién legislativa, de la funcién ejecutiva o de la
funcién de control judicial, a veces con una dimensién eminentemente
poh’tica, a veces mds técnica.

Desde luego, la Comisién no corresponde al poder ejecutivo tal y como
se conoce en el Estado constitucional contempordneo (Castillo de la Torre,
2015). En realidad, son pocos los Estados que apliquen un enfoque «puro» de
la separacién de poderes. Las barreras entre la funcién ejecutiva, la legislativa
y la judicial se difuminan en parte y no faltan quienes afirman que el poder se
desplaza en las dltimas épocas de los parlamentos a los gobiernos (Curtin,
2009: 21; Curtin, 2014). Si bien las funciones de gobierno pueden estructu-
rarse en tres apartados, la direccién de la politica interior y exterior, la direccién
de la Administracién y el ejercicio de la funcién ejecutiva y de la potestad
reglamentaria (Lépez Guerra, 1988: 20; De Otto y Pardo, 1980: 170), la
realidad a la hora de trasladar determinadas categorias a la Unién es que su
delimitacién implica una discusién de una posible dicotomia entre lo politico
y lo administrativo que no resulta siempre obvia. Ademds, en una organi-
zacién compleja, de tipo federal o confederal, habrd normalmente un juego de
contrapesos que reflejen la influencia relativa que los diferentes elementos
constitutivos, centrales o descentralizados, tengan en el proceso de toma de
decisiones (Watts, 2006).

Como reflejo de esta diversidad, los Tratados de la Unién instituciona-
lizan, antes y después de Lisboa, un «cocktail» de poderes a las diferentes
instituciones (Castillo de la Torre, 2015: 90). Aunque el poder judicial estd
relativamente definido, la Comisién actiia como una especie de ministerio
fiscal el entablar procedimientos contra los Estados miembros. El Tratado de
Lisboa garantiza su potestad de iniciativa legislativa y regula la adopcién
de normas delegadas, a través de las cuales la Comisién participa del poder de
configuracién normativa. El Consejo es colegislador, pero puede reservarse
poderes de ejecucién normativa y dispone de un amplio poder ejecutivo en
materia de relaciones exteriores, tanto en la politica exterior y de seguridad
comun (PESC) como fuera de ella. Solo el Tribunal de Justicia, en lo que
respecta al poder judicial, y el Parlamento, en lo que respecta al poder legis-
lativo, encajan en gran medida en el esquema tradicional; més el Tribunal que
el Parlamento. La Comisién dispone desde luego de poderes de ejecucion del
derecho, pero los gobiernos nacionales contintan siendo sus ejecutores princi-
pales, influyendo a su vez en toda ejecucién uniforme en el sentido del art. 291
TFUE a través de la «comitologia», pero teniendo en cuenta a su vez que dicha
disposicién no es exhaustiva en la definicién de los poderes de ejecucion, lo
que posibilita una creciente tendencia a la «agencificacién» en la Unién
Europea (véase seccién VIL5 infra).
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En estas circunstancias, es légico que el Tribunal de Justicia huyera de la
expresién «separacién de poderes», y haya favorecido un principio mds
«propio» como es el del equilibrio institucional (Schiitze, 2012: 223). Este
principio conlleva deberes reciprocos de cooperacién leal y sincera, y «acomo-
damientos mutuos», lo que necesariamente implica que una institucién no
puede imponer de manera unilateral su visién sobre las relaciones con otras

instituciones (Jacqué, 2004: 380).

IV. LA COMISION «GUARDIANA DE LOS TRATADOS»

En esta contribucién conviene reflexionar muy brevemente sobre la
condicién de «guardiana de los Tratados», papel que suscita en particular el
interés de los juristas. La Comisién Europea tiene encomendado cumplir y
hacer cumplir el derecho de la Unién. Se trata de una especie de ministerio
fiscal, con poderes decisorios propios en ocasiones, pero con la particularidad
de actuar en un marco supranacional, en el que se erige en vigilante que
despliega sus funciones supervisoras sobre las demds instituciones, érganos y
organismos, sobre los Estados miembros y también sobre los particulares.

Los procedimientos de los que dispone la Comisién Europea para
reaccionar ante las infracciones del derecho de la Unién son principalmente
judiciales. Si la infraccién es imputable a una institucidn, érgano u organismo
de la Unién, la Comisién Europea estd legitimada para interponer un recurso de
anulacién o de omisién (arts. 263 y 265 TFUE, respectivamente) ante el
Tribunal de Justicia. Cuando la violacién sea responsabilidad de un Estado
miembro, la Comisién Europea tiene la facultad de acudir al Tribunal de
Justicia al amparo del art. 258 TFUE.

No obstante, no se trata simplemente de una funcién cuasi judicial, sino,
por ser Estados soberanos las partes demandadas y por ser la Unién una
construccién principalmente basada en el derecho, se trata de una funcién
constitucional. Se espera de la Comisién un apego a valores juridicos que no se
espera en la misma medida de otras instituciones. Las otras instituciones deben
respetar el derecho. La Comisién debe activamente garantizar su respeto. Mds
recientemente, esta norma ha evolucionado de tal manera que también incluye
el papel de guardidn de los valores de la Unién establecidos en el art. 2 TUE, que
tiene una dimensién tanto juridica como politica (Smulders, 2019: 182).

Esta evolucién contrasta con otra evolucién paralela, al hilo de la creciente
caracterizacién como «politica» o incluso «geopolitica» de la Comisién. El
riesgo evidente es la posible politizacién del procedimiento de incumplimiento.
Mientras el riesgo, creo que, en lo fundamental, se ha evitado, debido entre
otras cosas a mecanismos internos que aseguran la coherencia interna de las
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decisiones (e intentan evitar «favoritismos»), es innegable que la Comisién
desde hace tiempo establece prioridades en su politica de incumplimientos y se
habla hoy en dia abiertamente de dicho recurso como un policy tool (Banks y
von Rintelen, 2022: 301)%.

V. EL ETERNO DEBATE SOBRE SU LEGITIMIDAD (DEMOCRATICA) Y
SU RESPONSABILIDAD (POLITICA)

1. LA LEGITIMIDAD (MAYORMENTE DEMOCRATICA) DE LA COMISION

Las autoridades de gobierno que se reconocen como legitimas tienen m4s
probabilidades de garantizar el cumplimiento de sus decisiones y de obtener los
recursos necesarios para resolver los problemas que deben abordar (Dellmuth ez
al., 2019: 627). Se mantiene con frecuencia que dos fuentes de legitimidad a las
que recurren los gobiernos modernos son la legitimidad democratica y la tecno-
critica. La legitimidad democritica, en términos simples, se basa en el principio
de que los ciudadanos deben ejercer su debida influencia sobre las decisiones
politicas y hacer que quienes ejercen el poder rindan cuentas. Una forma de
garantizarlo es a través de mecanismos de responsabilidad politica, la obligacién
de las autoridades gubernamentales de explicar su conducta y la capacidad de los
ciudadanos para emitir juicios sobre la misma (Bovens, 2007). La rendicién de
cuentas politica «proporciona un medio democritico para monitorear y
controlar la conducta del gobierno» (Bovens ez a/., 2008: 230) con el objetivo de
mantener a las autoridades gubernamentales receptivas.

La legitimidad tecnocrética enfatiza por el contrario los resultados, de
manera que la autoridad de gobierno se otorgue a quienes posean la experiencia
y la capacidad necesarias para resolver problemas politicos complejos en
nombre de los ciudadanos. Mientras que la legitimidad democrética enfatiza
un gobierno receptivo, la legitimidad tecnocrdtica enfatiza el gobierno respon-
sable y se basa en una cierta desconfianza en el proceso democrético (Caramani,
2017). La funcién principal de la rendicién de cuentas tecnocrdtica no es
responder a las preferencias de los ciudadanos, sino generar politicas eficientes
e impedir que quienes ejercen el poder abusen de sus poderes discrecionales.

Ambos relatos normativos, el democrdtico y el tecnocritico, ocupan un
lugar destacado en los debates sobre el déficit de legitimidad (democritica) de

la UE.

Véase también la Comunicacién de la Comisién, Derecho de la UE: mejores resultados
gracias a una mejor aplicacién (DO 19 de enero de 2017, C18, p. 10).
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La Comisién no es el Gobierno de un Estado parlamentario. La Comisién
es mds bien un 6rgano predominantemente ejecutivo de una Unién de ciuda-
danos y Estados y, por lo tanto, obtiene su legitimidad simultdneamente del
Parlamento Europeo y de las dos instituciones que representan a los Estados
miembros: el Consejo Europeo y el Consejo de la UE.

La segunda fuente de legitimidad dominé las primeras décadas de la vida
de la Comunidad, pero esto empez6 a cambiar con el Tratado de Niza. La
doble legitimidad estd ahora firmemente anclada en el Tratado a través del
nuevo art. 17.7 TUE, del que se desprende que el Consejo Europeo propone
al Parlamento, para su eleccién, un candidato a presidente de la Comisidn; de
comun acuerdo con el presidente electo, el Consejo adopta la lista de las
demds personas propuestas para su nombramiento como miembros de la
Comisién; sobre la base de la aprobacién del Parlamento, el Consejo Europeo
nombra al colegio en pleno’.

El mero hecho de que la Comisién derive su legitimidad de un proceso
de nombramiento en el que participan otras instituciones no cuestiona en sf
su independencia®. Lo mds relevante para examinar el grado de independencia

En el contexto de la investidura de la Comisién, también es pertinente el proceso de
cabezas de lista (o Spitzenkandidat), puesto en marcha por el Parlamento por primera
vez en 2014. Este nuevo concepto tiene por objeto establecer un vinculo mds estrecho
entre las elecciones parlamentarias y la Comisién, e insuflar asi una mayor legitimidad
democrdtica en la eleccién del presidente de la Comisién. Véase, por ejemplo, la Reso-
lucién del Parlamento Europeo, de 11 de noviembre de 2015, sobre la reforma de la
ley electoral de la UE (2015/2035). El nuevo concepto dio lugar a una revisién
del Acuerdo marco en 2018 (DO L 45, de 17 de febrero de 2018, p. 46). El éxito del
proceso en la prictica depende de la interpretacién que haga el Consejo Europeo de
sus competencias para proponer al Parlamento Europeo un candidato a presidente
de la Comisién en virtud del art. 17.7 TUE, en particular de la primera parte de la
primera frase de dicha disposicién. El 2 de julio de 2019, el Consejo Europeo decidié
proponer al Parlamento, para su eleccidn, un candidato a presidente de la Comisién
que no era candidato principal.

En un contexto ciertamente diferente, el Tribunal de Justicia ya ha tenido abundantes
ocasiones, recientemente, de precisar que la independencia judicial puede existir aun
cuando actores eminentemente politicos participen en el nombramiento inicial. El
mero hecho de que los jueces de que se trate sean nombrados por el presidente de la
Republica de un Estado miembro no tiene por qué crear una situacién de dependencia
entre aquellos y este ni suscitar dudas en cuanto a la imparcialidad de los jueces si estos,
una vez nombrados, no estdn sometidos a presién alguna y no reciben instrucciones en
el ejercicio de sus funciones (sentencias de 2 de marzo de 2021, A. B. y otros (Nombra-
miento de jueces al Tribunal Supremo - Recursos), C-824/18, EU:C:2021:153, apdo.
122, y de 20 de abril de 2021, Repubblika, C-896/19, EU:C:2021:311, apdo. 56).

Revista de Derecho Comunitario Europeo, 76, septiembre-diciembre (2023), pp. 31-73



LA COMISION EUROPEA Y EL INTERES GENERAL DE LA UNION 41

en el ejercicio de la funcién son las garantias existentes una vez que la persona
ha sido nombrada. Lo mismo cabe decir de la Comisién.

Por lo tanto, tras los sucesivos cambios derivados del Tratado de
Amsterdam de 1997, del Tratado de Niza de 2001 y, en particular, del Tratado
de Lisboa de 2007, el modelo de legitimacién parlamentaria nacional ha
influido cada vez més en el derecho y la prictica institucional de la UE. Ese
modelo influye hoy en dia en la composicién de la Comisién, su organizacién
interna, su programa de trabajo e incluso su funcionamiento diario (Laden-
burger, 2015). Tras el nombramiento, existen directrices presidenciales
dirigidas a cada comisario individualmente en forma de «cartas de mandato»
basadas en el nuevo art. 17.6 TUE. La prdctica de las directrices politicas
como condicién previa para la eleccién del presidente de la Comisién por el
Parlamento se codifica en el punto 2 del Acuerdo marco de 2010 sobre las
relaciones entre el Parlamento y la Comisién’. La prictica de las audiencias
publicas de los comisarios propuestos, en aplicacién desde 1995, y que ha
dado lugar a la retirada de varios candidatos propuestos y a cambios en sus
carteras, refuerza la supervisién parlamentaria.

Una consecuencia 16gica e inevitable de la forma en que se concibe el
proceso de investidura y las amplias competencias del Parlamento a este
respecto es que el presidente de la Comisién puede ser elegido y la Comisién
en su conjunto solo puede ser nombrada si tienen la confianza de la mayoria
necesaria de diputados en el Parlamento. El proceso de investidura, en todo
caso, contribuye, en paralelo a la naturaleza de las tareas que le incumben en
virtud del Tratado, a que la Comisién se haya convertido en un érgano
eminentemente politico, legitimado por el Parlamento (Smulders, 2019:
188). En la préctica, esto significa que el apoyo de una coalicién de grupos
politicos en el Parlamento es imprescindible. Esto, a su vez, implica que, para
mantener la confianza de una mayoria del Parlamento, cualquier Comisién
debe establecer un vinculo con dicha coalicién. No obstante, contrariamente
a lo que suele ocurrir en un marco constitucional nacional, en el Parlamento
Europeo no se puede distinguir claramente una mayorfa y una minoria politica
(una «oposicién») estable. Esto facilita acuerdos con mayorias cambiantes vy,
por lo tanto, otorga a la Comisién una cierta libertad de accién.

2. LA RESPONSABILIDAD O RENDICION DE CUENTAS (ACCOUNTABILITY)

Una vez designada y habida cuenta de las amplias competencias que se le
han conferido, la Comisién debe rendir cuentas de sus acciones y omisiones,

7 DO L 304, de 20 de noviembre de 2010, pp. 47-62.
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sometiéndose a una serie de controles politicos, juridicos y financieros acordes
con sus responsabilidades.

Por lo que se refiere a la responsabilidad politica de la Comisién, en la que
nos centraremos, el Parlamento Europeo tiene un papel crucial que desem-
pefar. De hecho, se ha defendido que la responsabilidad politica de la
Comisién existe inicamente ante el Parlamento, 70 ante el Consejo (Smulders,
2019: 190). Esto se derivaria del titulo III del TUE, en el que se atribuyen al
Parlamento funciones de «control politico» (art. 14 TUE), mientras que el
Consejo ejerce, en la medida en que sea pertinente en este contexto, funciones
de «elaboracién de politicas y coordinacién» (art. 16 TUE). Por consiguiente,
el art. 17.8 TUE se interpreta generalmente en el sentido de que la Comisién
solo es responsable «ante el Parlamento Europeo».

El Parlamento dispone de diversos mecanismos para pedir responsabili-
dades. Dispone de un poder de censura de la Comisi6n (art. 17.8 TUE y art. 234
TFUE). Hasta la fecha, no se ha aprobado ninguna de las mociones de censura
presentadas ante el Parlamento, principalmente debido al elevadisimo umbral
(mayoria de dos tercios)®. Los Tratados no prevén la responsabilidad individual de
los comisarios, sino que consideran a la Comisién como un érgano colegiado
responsable ante el Parlamento’. Mas alld de la posibilidad de constituir comisiones
temporales de investigacién' y del control sobre los actos delegados'’, el Parla-
mento puede dirigir preguntas a la Comisién con solicitud de respuesta oral y
escrita'? y su Reglamento interno permite organizar el turno de preguntas con la
Comisién'. La Comisién se ha comprometido a adoptar su programa de trabajo
anual para el ano siguiente en octubre y a presentarlo al Parlamento y al Consejo.
Esto viene precedido por el discurso del presidente de la Comisién sobre el estado
de la Unién en la sesién plenaria del Parlamento Europeo de septiembre'.

En 1999, la Comisién Santer dimiti6 antes de que el Parlamento la obligara a dimitir,
lo que sucedié después de que este se negara a aprobar la gestién de la Comisién por
la forma en que habia ejecutado el presupuesto en 1996.

Sin embargo, de conformidad con el Acuerdo marco de 2010 entre el Parlamento y
la Comisidn, el Parlamento puede pedir al presidente de la Comisién que retire la
conflanza en un miembro concreto de la Comisién o modifique su cartera y, si el
presidente se niega a hacerlo, tiene que explicar esa falta de decision al Parlamento
(apdo. 30) (DO 2010, L 304, p. 47).

19 Art. 226 TFUE.

" Art. 290 TFUE.

"2 Art. 230.2 TFUE.

Art. 129 del Reglamento interno del Parlamento Europeo.

Véase el anexo IV (5) del Acuerdo marco de 2010 sobre las relaciones entre el Parla-
mento Europeo y la Comisién Europea.
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Ademis, la Comisidén estd sujeta a una serie de obligaciones de informacién con
respecto al Parlamento®.

La posicién del Consejo es diferente. Aunque el Consejo tiene derecho
a solicitar iniciativas a la Comisién con arreglo al art. 241 TFUE y también
existe la posibilidad de solicitar al Tribunal de Justicia el cese de un miembro
o la privacién del derecho del interesado a la pensién o de cualquier otro
beneficio sustitutivo (arts. 245 y 247 TFUE), ninguna de estas circuns-
tancias equivale a una responsabilidad politica de la Comisién frente al
Consejo.

VI. LA COMISION Y LA AGENDA SETTING: EL (CUASI)MONOPOLIO
DEL DERECHO DE INICIATIVA

1. INTRODUCCION

Ya mencionamos al principio cémo el determinar la agenda (agenda
setting) es fundamental para evaluar la influencia real de una institucién. En la
Unién Europea es el derecho de iniciativa el que formaliza esa dimensién vy,
como veremos, es el principal instrumento del que dispone la Comisién para
influenciar, incluso decisivamente, decisiones politicas importantes. Por la
importancia de este poder se debate actualmente si el Parlamento Europeo
deberd también disponer del mismo (Maurer y Wolf, 2020; Duff, 2023), si
bien tal posibilidad requeriria una modificacién de los Tratados.

Conarregloalosarts. 14.1 TUE y 16.1 TUE, en relacién con el art. 289.1
TFUE, la funcién de «legislar» se encomienda al Parlamento y al Consejo. La
ejercen conjuntamente. En cambio, con arreglo al art. 17.2 TUE, los actos
legislativos solo podrdn adoptarse a propuesta de la Comisién, excepto cuando
los Tratados dispongan otra cosa. Pero el derecho de iniciativa no se limita
a los actos legislativos. La Comisién con arreglo al art. 17.1 TUE promoverd el
interés general de la Unién y tomar las iniciativas adecuadas con este fin. La
segunda frase del art. 17.2 prevé que «los demds actos se adoptardn a propuesta
de la Comisién cuando asi lo establezcan los Tratados». Las disposiciones de

15 Véanse, por ejemplo, los arts. 25, 121.5, 159, 161, 175, 207, 249 y 325.2 TFUE.
También son pertinentes en este contexto las numerosas disposiciones acordadas entre
el Parlamento y la Comisién en su Acuerdo marco de 2010 con el fin de garantizar un
didlogo constructivo entre ellas y un flujo de informacién de la Comisién al Parla-
mento (véase la parte II del Acuerdo marco de 2010 sobre las relaciones entre el
Parlamento Europeo y la Comisién Europea).
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los Tratados que prevén la adopcién de actos no legislativos por el Consejo
atribuyen normalmente a la Comisién el poder de iniciativa'®.

El monopolio de iniciativa de la Comisién tiene su razén de ser en el
hecho de que dicha institucién, a la vez independiente, garante del interés
general europeo y que dispone de amplias competencias técnicas, es reconocida
como la tnica institucién capaz de definir el punto de equilibrio entre las
diferentes posiciones nacionales y entre las distintas necesidades e intereses en
conflicto, por lo que sus propuestas suelen constituir la base de partida ideal
para las negociaciones que conduzcan a la adopcién de los actos de la Unién

(Rosas y Armati, 2010: 84).

2.  3UN PODER EN ViAS DE EROSION2 30 HAY UN COMEBACK
DE LA COMISION?

Si el poder de iniciativa ha conducido con frecuencia a considerar a la
Comisién el «<motor de la integracién europea», esta situacién de protago-
nismo en el proceso de toma de decisiones se fue matizando desde los afios
noventa del siglo pasado, por diversas razones, de manera que muchos
autores consideraban que dicho rol se habia erosionado significativamente
(Ponzano, 2012).

Desde un punto de vista formal, si bien el original Tratado CEE incluia
algunas excepciones, muy concretas y de escasa relevancia, al poder de
iniciativa legislativa de la Comisién, en 1993 se ampliaron de forma signifi-
cativa los dmbitos en los que la Comisién no tenia el monopolio de la iniciativa.
Se trataba principalmente de nuevas dreas de la accién de la Unién (PESC,
justicia o politica monetaria), lo que sugiere que los Estados miembros no
estaban muy convencidos de aplicar el método comunitario a dichas dreas
(Castillo de la Torre, 2015: 103). Posteriores evoluciones han permitido
extender dicho método, incluido el poder de iniciativa de la Comisién, a
algunos de estos dmbitos, como el de la justicia o asuntos de interior.

No obstante, la erosién de dicha iniciativa se atribuyé mayormente a
factores politicos (Dehousse, 2003; Manin, 2004), aunque hay que subrayar
que las sucesivas reformas del marco institucional no han modificado e/
contenido del derecho de iniciativa de la Comisién (Soldatos, 2013). La
potestad de iniciativa legislativa se ejerce con plena autonomia y discreciona-
lidad, al menos desde un punto de vista juridico formal. No obstante, existen

16 El art. 17.1 TUE encomienda también a la Comisién la tarea de adoptar las iniciativas de
la programacién anual y plurianual de la Unién, con objeto de introducir un factor
de coherencia en la elaboracién y el desarrollo de las politicas de la Unién.
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ciertos limites juridicos a su ejercicio: normas de derecho material pueden
requerir que la Comisién adopte las iniciativas legislativas que sean necesarias
para su concrecién y desarrollo mediante actos de cardcter legislativo’.

En la préctica, esta potestad estd condicionada de diversas maneras, y son
esas modalidades las que mejor podrian reflejar la posible erosién de esta
funcidén, mis alld de los cambios formales.

En primer lugar, estd la influencia que otras instituciones puedan ejercer.
Estd previsto que el Parlamento o el Consejo soliciten a la Comisién que
presente propuestas y esta deberd, en su caso, esgrimir los motivos que le
conducen a no presentarlas (arts. 225 y 241 TFUE). Ademds, aunque el TUE
o el TFUE no hagan referencia a este hecho, el Consejo Europeo formula a
menudo peticiones de propuestas en las que se incluyen las lineas segtin las
cuales estas propuestas deben ser elaboradas. La atribucién al Consejo Europeo
de funciones de «impulso y establecimiento de las orientaciones generales» en
el Tratado de la Unién Europea (art. 15.1 TUE) ha determinado que este pase
a desempenar también un papel de motor de la integracién europea que la
Comisién habfa ejercido tradicionalmente (Martinez-Sierra, 2022).

Por supuesto, dado que los Tratados conceden a la Comisién una prerro-
gativa constitucional que le confiere la facultad de apreciar, con toda
independencia, la oportunidad de una propuesta legislativa o de la modifi-
cacién de tal propuesta, ninguna otra institucién puede juridicamente forzar
a la Comisién a adoptar una iniciativa cuando esta ultima no considere que
exista un interés para la Unidn'®.

No obstante, la realidad «politica» puede ser diferente. Asi, la Comisién
fue acusada, al menos durante un tiempo, de actuar como institucién reactiva
e inhibida cuyas propuestas adolecen de la falta de ambicién y espiritu
innovador que ha caracterizado tradicionalmente la actuacién de la Comisién
(Ponzano, 2012). Por supuesto, de ahi a afirmar que la Comisién habia dejado
de ser el motor de la integracién europea para adoptar un rol menos politico, de
cardcter mds técnico y ejecutivo (Ortega Gémez, 2012: 66), hay un mundo.
Ademis, es precisamente esa erosién la que ha dado lugar a una reaccién en
las dos dltimas Comisiones, que se han presentado como mds «politicas» (la

En cuanto al derecho derivado, la Comisién, en la formulacién de sus propuestas
legislativas, se cuida muy mucho de proponer disposiciones que la vinculen en cuanto
a la formulacién de futuras propuestas legislativas, y expresa con frecuencia sus
opiniones negativas cuando el Parlamento o el Consejo intentan incluir disposiciones
en este sentido.

Véase, en este sentido, la Sentencia de 22 de mayo de 1990, Parlamento/Consejo,
C-70/88, EU:C:1990:217, apdo. 19. Véase también Sentencia de 19 de diciembre de
2019, Puppinck y otros/Comisién, C-418/18 B, EU:C:2019:1113.
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Comisién Junker) e incluso «geopoliticas» (la Comisién Von der Leyen). La
realidad es que, aun cuando sea el Consejo Europeo el que aporte orienta-
ciones generales, lo hace con frecuencia sobre la base de ideas e iniciativas
presentadas por la Comisidn que, crisis tras crisis, ha operado a veces como un
think tank, poniendo ideas y soluciones innovadoras sobre la mesa. De hecho,
se habla de un comeback de la Comisién, que estaria hoy de nuevo en el puesto
de mando del proceso de integracién (Lehne, 2023).

En segundo lugar, estd previsto que «un grupo de al menos un millén
de ciudadanos de la Unidn, que sean nacionales de un niimero significativo de
Estados miembros, tome la iniciativa de invitar a la Comisién Europea a que
presente una propuesta adecuada sobre cuestiones que estos ciudadanos
estimen que requieren un acto juridico de la Unién para los fines de la
aplicacién de los Tratados» (art. 11 TUE)". El Tribunal de Justicia ha
reconocido un margen de apreciacién en relacién con las iniciativas ciuda-
danas en Puppinck y otros/Comision™. El Tribunal de Justicia senalé que, a
tenor del art. 11.4 TUE, la ICE tiene por objeto «invitar» a la Comisién a que
presente una propuesta adecuada para los fines de la aplicacién de los Tratados,
y no obligar a esta institucién a adoptar la medida o las medidas propuestas
por la ICE. Se trata de un derecho similar al conferido al Parlamento Europeo
y al Consejo por los arts. 225 TFUE y 241 TFUE, y dado que el derecho asi
conferido a dichas instituciones no menoscaba la facultad de iniciativa legis-
lativa de la Comisién, lo mismo debe aplicarse al caso de una ICE*".

El Tribunal de Justicia también ha confirmado que la Comisién no estd
obligada a dar curso a la peticién de los interlocutores sociales de que se
aplique, a nivel de la Unidn, el acuerdo que han celebrado®. El art. 155.2
TFUE confiere a la Comisién una competencia especifica y que consiste en
apreciar la oportunidad de plantear una propuesta sobre la base de un acuerdo

1 Reglamento (UE) no. 211/2011 del Parlamento Europeo y del Consejo, de 16 de
febrero de 2011, sobre la iniciativa ciudadana (DO L 65 de 11 de marzo de 2011, p. 1).

20 Sentencia de 19 de diciembre de 2019, Puppinck y otros/Comisién, op. cit.

21 Fl Tribunal de Justicia subraya igualmente que el hecho de que la Comisién no esté

obligada a adoptar medidas a raiz de una ICE no significa que tal iniciativa se vea
privada de efecto dtil. Una ICE registrada y que cumple todos los procedimientos y
requisitos establecidos en este Reglamento genera una serie de obligaciones especificas
para la Comisién, enumeradas en los arts. 10 y 11 de dicho Reglamento. Segin el
Tribunal de Justicia, el particular valor afiadido del mecanismo de la ICE reside, pues,
no en la certeza de un resultado, sino en las vias y oportunidades que abre para que los
ciudadanos de la Unién puedan suscitar un debate politico en las instituciones de esta
sin necesidad de esperar al inicio de un procedimiento legislativo.

2 Sentencia de 2 de septiembre de 2021, EPSU/Comisién, C-928/19 B, EU:C:2021:656.
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celebrado entre interlocutores sociales para su aplicacién a nivel de la Unién.
Otra interpretacién conllevaria priorizar inicamente los intereses de los inter-
locutores sociales firmantes de un acuerdo sobre la funcién de promocién del
interés general de la Unién que tiene la Comisidn.

En tercer lugar, las propuestas estdn normalmente precedidas por las amplias
consultas con todas las partes interesadas™, y son examinadas por los Parlamentos
nacionales desde el punto de vista del cumplimiento del principio de subsidia-
riedad. En 2016 las tres instituciones formalizaron un Acuerdo sobre la mejora
delalegislacién®, que pretende mejorar la manera en que la UE legisla y conseguir
que la legislacién de la UE sirva de una manera mds adecuada a los ciudadanos y
a las empresas®. Debe propiciar que el proceso legislativo de la UE sea mds trans-
parente, abierto a la participacién de las partes interesadas y mds sencillo de
seguir. Ademds, ayudard a evaluar el impacto de la legislacién de la UE en las
pequenas y medianas empresas, la industria local y el ciudadano de a pie.

Todo lo anterior es efectivamente revelador de la dificultad prictica
existente para ejercer la potestad de iniciativa al margen de presiones e
influencias no solo de los Estados, sino también de los grupos de interés
privado. Lo importante, sin embargo, es introducir las garantias necesarias
para que las iniciativas sean adoptadas genuinamente en interés de la Unidn,
y no sean el resultado de la cesién antes ciertas presiones.

3. UN PODER PROTEGIDO INCLUSO UNA VEZ LA PROPUESTA HA SIDO
PLANTEADA

Mis alld de la propuesta inicial, la potestad de iniciativa tiene una segunda
dimensién importante una vez lanzado el procedimiento. Tradicionalmente, la
Comisién ha mantenido un control importante de la suerte que podia correr

> Ya desde su Libro Blanco sobre la Gobernanza Europea (COM [2001] 428), la Comi-
sién ha potenciado dicha participacién y, ya antes del Tratado de Lisboa, la Comisién
tenfa una préctica establecida de consulta de las partes interesadas a través de los libros
verdes, libros blancos u otros documentos preparatorios. El Tratado de Lisboa consagra
solemnemente esta prictica, en particular, en el art. 11.3 TUE y en el art. 2 del Proto-
colo sobre la aplicacién de los principios de subsidiariedad y proporcionalidad.

2 Acuerdo interinstitucional, de 13 de abril de 2016, entre el Parlamento Europeo, el

Consejo de la Unién Europea y la Comisién Europea sobre la mejora de la legislacién

(DO L 123, de 12 de mayo de 2016, p. 1).

» En una declaracién publicada en dia siguiente, el Parlamento clarifica que dicho

Acuerdo «no afecta a lo dispuesto en el Acuerdo Marco de 20 de octubre de 2010

sobre las relaciones entre el Parlamento Europeo y la Comisién Europea» (DO L 304,

de 20 de noviembre de 2010, p. 47).
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su propuesta a través de la exigencia, afirmada de Tratado en Tratado, de que la
propuesta de la Comisién solo podia ser modificada por unanimidad del
Consejo. Esto iba acompanado de la posibilidad, presente ahora en el art. 293
TFUE, de que la Comisién modificara su propuesta. Las modalidades practicas
de dicho procedimiento legislativo ordinario implican que, en determinadas
ocasiones y en particular en los estadios mds avanzados del mismo, la Comisién
va poco a poco perdiendo el control que pudo tener en el pasado®.

En este contexto, los Tratados no prevén expresamente la existencia de
una facultad de retirada de una propuesta legislativa de la Comisién, como
tampoco prevén su forma de ejercicio. Sin embargo, segiin una tradicién
asentada, la Comisién procede a retiradas individuales o en grupo en concepto
de impieza administrativa»”. En la jurisprudencia del Tribunal de Justicia, la
posibilidad de retirada solo aparecia hasta hace poco de forma incidental®.

La sentencia Consejo/Comisién de abril de 2015 ha concretado los limites
de dicha facultad de retirar la propuesta®. Si tras haber presentado una propuesta
en el marco del procedimiento legislativo ordinario la Comisién decide retirarla,
debe exponer al Parlamento y al Consejo los motivos de esa retirada, motivos
que, en caso de desacuerdo, deben estar respaldados por hechos convincentes.

En el marco de la ayuda macrofinanciera a terceros paises, sobre el que
versaba el caso de autos, la Comisién consideraba que las modificaciones
acordadas por el Consejo y Parlamento desnaturalizaban su propuesta y

26 En la fase de conciliacién, en tercera lectura del procedimiento legislativo ordinario,
la Comisién estard meramente asociada de conformidad con el art. 294.11 TFUE,
que prevé que «la Comisién participard en los trabajos del Comité de Conciliacién y
tomard todas las iniciativas necesarias para propiciar un acercamiento entre las posi-
ciones del Parlamento Europeo y del Consejo». Es decir, que en esta fase el Parlamento
y el Consejo pueden separarse de la propuesta mediante acuerdo. Entonces, el papel
de la Comisién es de mediadora entre Parlamento y Consejo.

%7 La Comisién procede a tal tarea, bien al principio del mandato del colegio, bien anual-
mente, en el marco de una revisién global, habida cuenta de objetivos vinculantes, del
estado de progreso del proceso legislativo y de la comprobacién del cumplimiento de las
actuales exigencias en materia de mejora de la legislacién. La posibilidad de retirada
también es aceptable a tenor del Protocolo sobre la subsidiariedad, que prevé la retirada de
un proyecto legislativo en razén de las dudas expresadas por los parlamentos nacionales en
lo relativo al respeto del principio de subsidiariedad.

8 Sentencia de 14 de julio de 1988, Fediol/Comisién, C-188/85, EU:C:1988:400: «la
Comisién es libre para retirar o modificar su propuesta [...] si tras una nueva aprecia-
cién de los intereses de la Comunidad considerase superflua la adopcidn de medidas
de defensa» (apdo. 37).

¥ Sentencia de 14 de abril de 2015, Consejo/Comisién, C-409/13, EU:C:2015:217.
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provocarian importantes dificultades de cardcter constitucional, por lo que
termind retirando su propuesta. El Tribunal de Justicia desestimé el recurso
del Consejo. Sefiald, en primer lugar, que la Comisién dispone de la facultad
de modificar su propuesta o incluso de retirarla, si fuera necesario, mientras
el Consejo no se haya pronunciado, en virtud de las disposiciones del
art. 17.2 del TUE y de los arts. 289 TFUE y 293 TFUE. Precisa que en el
caso de autos no se impugnaba la existencia misma de esta facultad de
retirada de sus propuestas, sino el alcance y los limites de dicha facultad.
Segtin el Tribunal de Justicia, la facultad de la Comisién de retirar sus
propuestas no puede conferir a la Comisién un derecho de veto en el
desarrollo del proceso legislativo, que serfa contrario a los principios de
atribucién de competencias y de equilibrio institucional. Por consiguiente,
si tras haber presentado una propuesta en el marco del procedimiento legis-
lativo ordinario la Comisién decide retirarla, debe exponer al Parlamento y
al Consejo los motivos de esa retirada, motivos que, en caso de desacuerdo,
deben estar respaldados por hechos convincentes. El Tribunal de Justicia
concluye que la decisién de retirada de la propuesta cumplia con estos
criterios®. La sentencia supone una apuesta clara por la aplicacién del
método comunitario (Ortega Gémez, 2015: 1049; Chamon, 2015).

Las posibilidades de la Comisién para modificar la propuesta son desarro-
lladas en la sentencia Eslovaquia y Hungria/Consejo’*. El Tribunal de Justicia
consideré que la facultad de iniciativa legislativa estd inscrita en el principio
de atribucién de facultades consagrado en el art. 13.2 TUE, y, de forma mds
amplia, en el principio de equilibrio institucional, caracteristico de la estructura
institucional de la Unién. Esta facultad implica que sea a la Comisién a la que
corresponde tomar una decisién acerca de la presentacién de una propuesta de
acto legislativo. En este mismo contexto, corresponde asimismo a la Comisién
la determinacién del «objeto, de la finalidad y del contenido» de esa propuesta®.

30 Ep particular, la enmienda que el Parlamento y el Consejo proyectaban introducir en

el proyecto retirado —con arreglo a la cual, para la adopcién de cada decisién de
concesién de una ayuda macrofinanciera, el procedimiento legislativo ordinario reem-
plazarfa a la competencia de ejecucién de la Comisién— habrfa desnaturalizado un
elemento esencial de la propuesta de Reglamento marco de una manera inconciliable
con el objetivo perseguido por esta propuesta, consistente en mejorar la eficacia de la
politica de la Unién en materia de ayudas macrofinancieras.

31 Sentencia de 6 de septiembre de 2017, Eslovaquia y Hungria/Consejo, C-643/15 y

C-647/15, EU:C:2017:631.

32 [bid., apdo. 146. Dichos principios también se aplican a la facultad de iniciativa de la

Comisién en el procedimiento de adopcidn, sobre la base del art. 78.3 TFUE, de

actos no legislativos como la Decisién impugnada.

Revista de Derecho Comunitario Europeo, 76, septiembre-diciembre (2023), pp. 31-73



50 FERNANDO CASTILLO DE LA TORRE

Y, en general, la facultad de iniciativa de la Comisién no estd supeditada a la
existencia previa de orientaciones definidas por el Consejo Europeo en virtud
del art. 68 TFUE?>.

Mds especificamente, el Tribunal de Justicia considera que el art. 293
TFUE aporta una «doble garantia» a la facultad de iniciativa de la Comision.
Por una parte, el art. 293.1 TFUE dispone que, salvo en los casos contem-
plados por las disposiciones del TFUE que en el mismo se mencionan, cuando
el Consejo se pronuncie, en virtud de los Tratados, a propuesta de la Comision,
tnicamente podrd modificar la propuesta por unanimidad. Por otra parte,
segun el art. 293.2 TFUE, en tanto que el Consejo no se haya pronunciado,
la Comisién podra modificar su propuesta mientras duren los procedimientos
que conduzcan a la adopcién de un acto de la Unidn. Si la Comisién modifica
su propuesta mientras dura el procedimiento de adopcién de un acto de la
Unién, el Consejo no estd sometido a la exigencia de unanimidad?.

No obstante, el Tribunal de Justicia se muestra flexible en cuanto a las
formas en que se expresa dicha modificacién. Las propuestas modificadas que
adopta la Comisién no deben necesariamente adoptar forma escrita, dado
que forman parte del procedimiento de adopcién de actos de la Unién, que se
caracteriza por cierta flexibilidad, necesaria para alcanzar una convergencia de
puntos de vista entre las instituciones. En el caso de autos, la Comisién ejercié
su facultad de modificacién, ya que de la participacién de esta institucién en
el procedimiento de adopcién del acto en cuestién resultaba claramente que
aprobd la propuesta modificada®.

El Tribunal de Justicia ha confirmado posteriormente su entendimiento
amplio de las prerrogativas de la Comisién en la sentencia relativa a la adhesién
de la Unién al Acta de Ginebra del Arreglo de Lisboa relativo a las Denomi-
naciones de Origen y las Indicaciones Geogréficas (Acta de Ginebra)*. En un
dmbito no formalmente legislativo, como la celebracién de acuerdos interna-
cionales, el Tribunal de Justicia ha decidido que el Consejo no puede modificar,
sin el acuerdo de la Comisién, una propuesta de esta sobre la adhesién de la
Unién a un tratado internacional, en el dmbito de la competencia exclusiva de

3 Ibid., apdo. 147.

3 Ibid., apdos. 177-178.

3 Ibid., apdos. 180-181. A este respecto, del art. 13 del Reglamento interno de la Comi-
sién se desprende que el Colegio de Comisarios puede habilitar a determinados de sus
miembros para proceder a la modificacién, en el transcurso del procedimiento, de la
propuesta de la Comisién dentro de los limites que el Colegio de Comisarios haya
determinado previamente (apdo. 185).

3 Sentencia de 22 de noviembre de 2022, Comisién/Consejo (Adhesién al Acta de
Ginebra), C-24/20, EU:C:2022:911.
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la Unién, mediante la introduccién de una disposicién que autoriza a los
Estados miembros que lo deseen a ratificar dicho tratado internacional o a
adherirse a este. El Tribunal de Justicia anulé parcialmente la decisién por la
que el Consejo aprobé la adhesién de la Unién al Acta de Ginebra®.

El Tribunal de Justicia juzga que la facultad de modificacién del Consejo
no puede extenderse hasta permitirle desnaturalizar la propuesta de la
Comisién en un sentido contrario a la realizacién de los objetivos que esta
persigue y que privarfa a la propuesta de su razén de ser’®. El Tribunal de
Justicia observa que, al decidir conceder a los Estados miembros una habili-
tacion para ratificar el Acta de Ginebra o para adherirse a ella, el Consejo
habia expresado una «eleccién politica precisa y alternativa» a la propuesta de
la Comisién, que afecta a las modalidades de ejercicio de una competencia
exclusiva de la Unién. Tal eleccién forma parte de la valoracién del interés
general de la Unién que lleva a cabo la Comisién con el fin de definir las
iniciativas mds adecuadas para promoverlo, valoracién a la que la facultad
de iniciativa que el art. 17.2 TUE confiere a esa institucién estd indisociable-
mente vinculada. Por lo tanto, una modificacién del Consejo al objeto de
facultar a los Estados miembros para ejercer una competencia exclusiva de la
Unién desnaturalizaria la finalidad misma de una propuesta de la Comisién
que expresara la eleccién de que la Unién ejerza sola esta competencia®.

VIl.  LAS POTESTADES DE DESARROLLO NORMATIVO Y DE
EJECUCION NORMATIVA'Y ADMINISTRATIVA

1. INTRODUCCION: LOS ACTOS DELEGADOS Y DE EJECUCION

La Comisién dispone de una situacién privilegiada para poder identi-
ficar la manera méds adecuada de desarrollar las politicas de la Unién de manera
uniforme en el territorio de la Unién (Christiansen y Lange, 2021). Los
poderes relativos al desarrollo y a la aplicacién de actos normativos han sido el

% El art. 3 de la Decisién impugnada autorizaba a los Estados miembros que lo deseen

a ratificar el Acta de Ginebra o a adherirse a ella. El art. 4 aportaba precisiones acerca
de la representacién de la Unién y de los Estados miembros que ratifiquen el Acta o
se adhieran a esta dentro de la Unidn particular, asi como de las responsabilidades que
incumben a la Unidn respecto del ejercicio de los derechos y del cumplimiento de las
obligaciones de esta y de tales Estados miembros que se deriven del Acta.

3 Sentencia de 22 de noviembre de 2022, Comisién/Consejo (Adhesién al Acta de
Ginebra), C-24/20, EU:C:2022:911, apdos. 92-93.

3 Ibid., apdos. 102-105.
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instrumento principal a estos efectos y, si bien la Comisién ejercia ya estas
facultades antes del Tratado de Lisboa, lo hacia en un contexto institucional
menos claro (Bianchi, 2012)%. Es en 2009, con el Tratado de Lisboa, cuando
se produjo una importante reforma que reordené significativamente el papel
de la Comisidn en este terreno. Los Tratados constitutivos atribuyen ahora a la
Comisién la facultad de adoptar «actos de ejecucién» y «actos delegados». El
objetivo principal de ambos tipos de actos es complementar la labor normativa
del Consejo y del Parlamento Europeo, otorgando un instrumento de
regulacién adaptada al conocimiento técnico y, al mismo tiempo, rdpida.

Los actos delegados son actos que modifican o completan elementos no
esenciales del acto legislativo y, por lo tanto, de naturaleza cuasi legislativa. El acto
legislativo que confiere la delegacion delimitard de forma expresa los objetivos, el
contenido, el alcance y la duracién de la delegacién de poderes. El legislador
podra delegar la competencia para la adopcién de dichos actos por la Comisién
por razones de oportunidad, relativas al carcter técnico de la materia de que se
trata o a la exigencia de actuar mds rdpidamente de lo que podria lograrse
mediante el procedimiento legislativo. Naturalmente, el legislador podrd
supeditar dicha delegacién de una serie de condiciones y modalidades, asi como
de controles, a saber, la posibilidad de objecién a la entrada en vigor del acto
delegado y, mds radicalmente, el derecho de revocacién de la delegacién conferida.

Los actos de ejecucion son medidas de ejecucion de los actos legislativos que
el legislador encarga ala Comisién o, en casos especificos debidamente motivados,
al Consejo si es necesario establecer condiciones uniformes de aplicacion a nivel
europeo. Puesto que el art. 291.1 TFUE deja claro que, en principio, la aplicacién
de la legislacién de la UE recae en las autoridades nacionales, la competencia de
adoptar dichos actos de ejecucién debe derivarse de disposiciones explicitas en
cada caso. A diferencia de los actos delegados, las condiciones y modalidades de
control del ejercicio de las competencias de ejecucién no se determinardn caso
por caso, sino en general por un acto legislativo especifico (la «comitologfa»)*!.

0 Véase Sentencia de 17 de diciembre de 1970, Késter, 25/70, EU:C:1970:115. La expre-
sién «competencias de ejecucion» contenida en el art. 202 CE inclufa, por una parte, la
competencia para la aplicacién, a escala de la Unién, de un acto legislativo de esta o algunas
de sus disposiciones y, por otra parte, en determinadas circunstancias, la competencia para
adoptar actos normativos que completan o modifican los elementos no esenciales de un
acto legislativo. Visto el tenor literal del art. 202 TCE, formalmente la funcién ejecutiva en
la Unién correspondia al Consejo y la Comision no disponia de la misma mds que a través
de delegaciones especificas. Sin embargo, la préctica institucional tendfa desde hace tiempo
a conferir a la Comisidn la principal autoridad ejecutiva de la Unién.

41 Bl término comitologia designa los procedimientos para la adopcién de los actos de

ejecucion que implican la participacién de comités compuestos por representantes de los
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En principio, habida cuenta del tenor de los arts. 290 y 291 TFUE, la
eleccién entre el recurso a los actos delegados o a los actos de ejecuciéon debe
realizarse a partir de criterios objetivos. Ahora bien, en determinados casos, la
naturaleza de las medidas que deben adoptarse podria no estar inmediata-
mente clara. En dichos supuestos, cada institucion puede tener la tentacién de
preferir un tipo de medida. El Parlamento Europeo tendrd probablemente
tendencia a dar una interpretacién extensiva del concepto de acto delegado
—para tener un poder de control directo— mientras que el Consejo deseard
probablemente ampliar el concepto de acto de ejecucién, ya que en este caso
son los Estados miembros los que tienen el poder de control (Chamon, 2021).

2. UNA DISTINCION CONTROVERTIDA: EL MARGEN DEL LEGISLADOR
A ESTE RESPECTO

En la sentencia sobre los biocidas, el Tribunal de Justicia precisé el margen
de apreciacién de los colegisladores®. Sefialé que el legislador de la Unién
dispone de una facultad de apreciacién cuando decide atribuir a la Comisién
un poder delegado o un poder de ejecucién. Por lo tanto, el control jurisdic-
cional se limita a los errores manifiestos de apreciacién en cuanto a si el
legislador de la Unién pudo considerar razonablemente, por una parte, que,
para que pueda aplicarse el marco juridico objeto del examen, solo se requiere
que dicho régimen se especifique, sin que deba modificarse ni completarse en
elementos no esenciales y, por otra parte, que las disposiciones del acto legis-
lativo en cuestién exigen condiciones uniformes de ejecucién®.

La exigencia de que el acto legislativo que confiere la delegacién delimite de
forma expresa los objetivos, el contenido, el alcance y la duracién de la delegacién
de poderes implica, segtin el Tribunal, que la atribucién de un poder delegado
tiene como objeto la adopcién de normas que se encuadran dentro del marco
reglamentario definido por el acto legislativo de base. En cambio, cuando el
mismo legislador confiere un poder de ejecucién a la Comisién sobre la base del
art. 291.2 TFUE, esta debe precisar el contenido de un acto legislativo, para
asegurar su aplicacién en condiciones uniformes en todos los Estados miembros*.

Estados miembros. Véase, en la actualidad, Reglamento del Parlamento Europeo y del
Consejo, de 16 de febrero de 2011, por el que se establecen las normas y los principios
generales relativos a las modalidades de control por parte de los Estados miembros del
ejercicio de las competencias de ejecucién por la Comisién (DO L 55, p. 13).
Sentencia de 18 de marzo de 2014, Comisién/Parlamento y Consejo, C-427/12,
EU:C:2014:170.

B Ibid., apdo. 40.

4 Ibid., apdo. 39.

42
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Consider6 el Tribunal de Justicia que el legislador de la Unién pudo razonable-
mente considerar que el Reglamento de base constitufa un marco juridico
completo en materia de reduccién, exencién y reembolso de tasas adeudadas a la
Agencia y en relacién con la facultad de fijar las «condiciones de pago» que sus
disposiciones confieren a la Comision. Por ello, no se conferfa a la Comisién la
facultad de completar elementos no esenciales de este acto legislativo, sino la de
precisar el contenido normativo de este, conforme al art. 291.2 TFUE®.

Posteriormente, en la sentencia sobre la lista de terceros paises cuyos
nacionales estdn sometidos a la obligacién de visado para cruzar las fronteras
exteriores, el Tribunal de Justicia consideré que el legislador puede legalmente
otorgar un poder delegado (y no un poder de ejecucion) para reintroducir
temporalmente una obligacién de visado para todos los nacionales de un
tercer pais®. El Tribunal de Justicia consideré que ni la existencia ni la
amplitud de la facultad de apreciacién que le confiere el acto legislativo son
pertinentes a efectos de determinar si el acto que la Comisién ha de adoptar
se inscribe en el 4mbito del art. 290 TFUE o del art. 291 TFUE. La legalidad
de la eleccién realizada por el legislador de la Unién de conceder un poder
delegado a la Comisién depende tnicamente de si los actos que dicha insti-
tucién debe adoptar son de alcance general y de si completan o modifican
elementos no esenciales del acto legislativo®.

Segtn el Tribunal, el reintroducir, durante un periodo de doce o de
dieciocho meses, una obligacién de visado para todos los nacionales de un
tercer pais que figura en la lista del anexo II del Reglamento, para las estancias
que en principio estdn exentas de tal obligacién, tiene el efecto de modificar,
siquiera temporalmente, el contenido normativo del acto legislativo consi-
derado. En estas circunstancias, el legislador de la Unidn estaba confiriendo a
la Comisién la facultad de modificar el contenido normativo de dicho acto
legislativo en el sentido del art. 290.1 TFUE.

3. LA ADOPCION DE ACTOS DELEGADOS POR LA COMISION

No pueden ser objeto de una delegacién las disposiciones cuya adopcién
hace necesarias «elecciones politicas comprendidas en las responsabilidades
propias del legislador de la Unién». En consecuencia, las medidas adoptadas
por la Comisién no pueden ni modificar elementos esenciales de una normativa

 Ibid., apdo. 48.

4 Sentencia de 16 de julio de 2015, Comisién/Parlamento y Consejo, C-88/14,
EU:C:2015:499.

Y Ibid., apdo. 32.
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de base ni completar esta mediante nuevos elementos esenciales®. La identifi-
cacién de los elementos de una materia que deben calificarse de esenciales ha
de basarse en elementos objetivos que puedan ser objeto de control jurisdic-
cional y exige tener en cuenta las caracteristicas y las particularidades del dmbito
de que se trate®.

En la sentencia Repiiblica Checa/Comision™, el Tribunal de Justicia ha
aclarado también que la tnica restriccién que recae sobre el legislador de la
Unién en la organizacién de la delegacién de poderes no consiste en la prohi-
bicién de delegar la adopcién de los elementos esenciales del dmbito de que se
trate. Las delegaciones de poderes con arreglo al art. 290 TFUE —y cualquier
posible margen de apreciacién que conlleven— deben estar encuadradas en
los limites fijados en el acto de base’'.

Elalcancey el uso de las delegaciones han sido objeto de un ya abundante
contencioso, que ha conducido a resultados diversos, anuldndose en ocasiones
actos delegados™, pero también con sentencias en sentido desestimatorio™.

El Tribunal de Justicia ha considerado también que el ejercicio de un
poder delegado para «completar» un acto legislativo en el sentido del art. 290
TFUE exige que la Comisién adopte un acto distinto’. De la disyuncién que

8 Sentencias de 5 de septiembre de 2012, Parlamento/Consejo, C-355/10,
EU:C:2012:516, apdos. 65 y 66; de 22 de junio de 2016, DK Recycling und
Roheisen/Comisién, C-540/14 B, EU:C:2016:469, apdo. 48, y de 11 de mayo de
2017, Dyson/Comisién, C-44/16 B, EU:C:2017:357, apdo. 61.

4 Sentencias de 22 de junio de 2016, DK Recycling und Roheisen/Comisién, C-540/14
P, EU:C:2016:469, apdo. 48, y de 11 de mayo de 2017, Dyson/Comisién, C-44/16 B,
EU:C:2017:357, apdo. 62.

0 Sentencia de 26 de julio de 2017, Republica Checa/Comisién, C-696/15 D,
EU:C:2017:595.

U Ibid., apdos. 47 a 50y 52.

52 En la Sentencia de 16 de marzo de 2022, MEKH y FGSZ/ACER, T-684/19 y
T-704/19, el Tribunal General ha considerado que un reglamento de la Comisién
habia modificado un elemento esencial del acto de base y estimé una excepcién de
ilegalidad contra el mismo (EU:T:2022:138, apdos. 139-142).

53 Sentencia de 11 de mayo de 2017, Dyson/Comisién, C-44/16 P, EU:C:2017:357 y
Sentencia de 1 de marzo de 2023, Harley-Davidson Europe/Comisién, T-324/21,
EU:T:2023:101, apdos. 80-90.

>4 Sentencia de 17 de marzo de 2016, Parlamento/Comisién, C-286/14, EU:C:2016:183.
Tras sefialar que el reglamento de base habilitaba a la Comisién para adoptar actos dele-
gados «con objeto de desarrollar» las prioridades de financiacién, lo cual significa que
estd autorizdndola para «completar» ese reglamento, observa, por un lado, que la
claridad normativa y la transparencia en el procedimiento legislativo se oponen a que
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introduce el art. 290 TFUE en la expresién «completen o modifiquen» se
deduce que estd diferenciando claramente entre las dos categorias previstas de
poderes delegados. La delegacién de los poderes para «completar» un acto
legislativo faculta a la Comisién a precisar el contenido de ese acto: el mandato
se limita al desarrollo detallado, dentro del respeto del contenido integro del
acto legislativo adoptado por el legislador, de elementos no esenciales de la
normativa de que se trate que no fueron definidos por este. La delegacién de
poderes para «modificar» un acto legislativo, en cambio, faculta a la Comisién
a introducir cambios en aspectos no esenciales previstos en el mismo por el
legislador o a suprimirlos. Al ejercer tales poderes, la Comisién no tiene
obligacién alguna de respetar el contenido de unos elementos que han de ser,
conforme al mandato recibido, precisamente, «modificados». Las diferencias
entre las dos categorias de poderes delegados impiden que sea la propia
Comisién la que se arrogue la facultad de decidir el cardcter de la habilitacién
que se le ha conferido. Incumbe al legislador la obligacién de determinar el
cardcter de los poderes que desea delegar en la Comisién.

4. LA ADOPCION DE ACTOS DE EJECUCION POR LA COMISION

El concepto de ejecucién comprende, a la vez, la elaboracién de normas
de aplicacién y la aplicacién de normas a casos particulares mediante actos de
alcance individual®. Légicamente, la Comisidn, al ejercer un poder de ejecucion,
no puede modificar ni completar el acto legislativo, ni siquiera en sus elementos no
esenciales™.

Si la sentencia biocidas abordaba el problema de la eleccién entre acto
delegado y acto de ejecucidn, la sentencia EURES” aborda el alcance de la

la Comisién, en el ejercicio de la facultad de «completar» un acto legislativo, incorpore
un elemento nuevo al propio texto de este acto. En efecto, tal incorporacién podria
ocasionar confusién a la hora de identificar la base juridica de ese elemento, habida
cuenta de que el propio texto del acto legislativo pasaria a contener un elemento que
serfa el resultado del ejercicio por parte de la Comisién de una facultad delegada que,
sin embargo, no le permitfa derogar el acto ni introducir cambios en ¢él (apdos. 53-57).
%5 Sentencias de 24 de octubre de 1989, Comisién/Consejo, 16/88, EU:C:1989:397,
apdo. 11,y de 1 de marzo de 2016, NIOC/ Consejo, C-440/14 P, EU:C:2016:128, apdo.
36.
Sentencias de 15 de octubre de 2014, Parlamento/Comisién, C-65/13,
EU:C:2014:2289, apdo. 45, y de 16 de julio de 2015, Comisién/Parlamento y
Consejo, C-88/14, EU:C:2015:499, apdo. 31.
7 Sentencia de 15 de octubre de 2014, Parlamento/Comisién, C-65/13,
EU:C:2014:2289.
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potestad de adopcién de actos de ejecucién. Aunque los puntos de partida
eran diferentes, ambas sentencias reflejan una concepcién amplia del acto de
ejecucion. El Parlamento invocaba, contra el acto de ejecucion, un motivo
tnico basado en la extralimitacién en el ejercicio de los poderes de ejecucién
que el legislador confirié a la Comisién®®. El Tribunal de Justicia comenzé
recordando su reiterada jurisprudencia segtin la cual, en el marco de su poder
de ejecucién, «la Comisién puede aprobar todas las normas de desarrollo
necesarias o utiles para la ejecucién de dicho acto, siempre que no sean
contrarias a este»”. Consideré que la Comisién «precisa el acto legislativo»
cuando las disposiciones del acto de ejecucién que adopta, por un lado,
respetan los objetivos generales esenciales perseguidos por el acto legislativo y,
por otro, son necesarias o Uutiles para la ejecucién de este, sin completarlo ni
modificarlo. Consideré el Tribunal, pues, que las disposiciones impugnadas
respetaban los objetivos generales esenciales perseguidos por el reglamento de
base. El hecho de que determinadas acciones no se previeran en el reglamento
no tenfa importancia porque se enmarcaban manifiestamente dentro del
objetivo general esencial perseguido por este reglamento.

En aplicacién de estos principios, el Tribunal de Justicia, en el contexto
de otro recurso contra una decisién de ejecucion, esta vez del Consejo®, ha

%% El Parlamento Europeo solicitaba la anulacién de la Decisién de Ejecucién 2012/733/
UE de la Comisién, relativa a la aplicacién del Reglamento de Ejecucién (UE) n.°
492/2011 del Parlamento Europeo y del Consejo en lo que respecta a la puesta en
relacién y la compensacién de las ofertas y demandas de empleo y el restablecimiento
de EURES (DO L 328, p. 21).

9 Sentencia de 15 de octubre de 2014, Parlamento/Comisién, C-65/13,
EU:C:2014:2289, apdo. 44.

© Sentencia de 10 de septiembre de 2015, Parlamento/Consejo, C-363/14,
EU:C:2015:579, apdos. 49-51. La alegacién del Parlamento segtin la cual la modifi-
cacién de la lista puede tener importantes consecuencias para los derechos
fundamentales de los ciudadanos no podia cambiar este andlisis, pues el propio prin-
cipio de la transmisién de datos personales a determinados terceros Estados y el marco
en el que dicha transmisién debe tener lugar fueron adoptados por el legislador
(apdos. 53-55). El Tribunal de Justicia ha aclarado en una sentencia posterior que las
consideraciones relativas a los limites de las competencias de ejecucién de la Comi-
sidén, emanadas de su jurisprudencia, son igualmente vélidas cuando tales competencias
se atribuyen al Consejo conforme al art. 291.2 TFUE (sentencia de 28 de febrero de
2023, Fenix International, C-695/20, EU:C:2023:127, apdos. 44-50). Dicha dispo-
sicién no distingue en cuanto a la naturaleza o al alcance de las competencias de
ejecucién en funcidn de cudl sea la institucion titular de estas. Por otro lado, de la
sistemdtica de los arts. 290 TFUE y 291 TFUE se deduce que el ejercicio por el
Consejo de las competencias de ejecucién no puede estar sujeto a un régimen dife-
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considerado que el establecimiento de relaciones entre Europol y terceros
Estados constituye una accién de cardcter accesorio con respecto a las activi-
dades de Europol. El legislador de la Unién habia fijado el principio del
establecimiento y mantenimiento de dichas relaciones, definié el objetivo que
tales relaciones deben perseguir y precisé el marco en el que las antedichas
relaciones deben tener lugar. Por tanto, aunque una decisién que modifique la
lista de terceros Estados implica ciertos arbitrios que tienen dimensiones
técnicas y politicas, tal decisién no requiere decisiones politicas comprendidas
en las responsabilidades propias del legislador de la Unién.

El Tribunal de Justicia ha juzgado también que el poder para adoptar
actos de ejecucién puede cubrir el adoptar disposiciones que tengan por objeto
precisar el modo en que deben interpretarse y aplicarse los criterios abstractos
recogidos en acto de base®'. No obstante, el acto de ejecucién que la Comision
estd facultada para adoptar debe estar justificado por objetivos como los
consistentes en garantizar la seguridad juridica y la aplicacién uniforme de la
normativa. En segundo lugar, ese acto de ejecucién debe motivarse®.

Finalmente, hay que recordar que ciertas competencias de ejecucién no
estdn cubiertas por el art. 291.2 TFUE®. Esta disposicién dnicamente se
refiere a los actos juridicamente vinculantes de la Unién que se prestan en
principio a su ejecucion por los Estados miembros, al igual que aquellos a los
que se refiere el art. 291.1 TFUE, pero que, a diferencia de estos, deben ejecu-
tarse mediante medidas adoptadas no ya por cada Estado miembro afectado,
sino por la Comisién o el Consejo, con el fin de asegurar su aplicacién
uniforme dentro de la Unién®.

5. LA COMISION VERSUS LAS AGENCIAS

El papel central de la Comisién en la ejecucién del derecho de la
Unién se ha discutido, y en ocasiones cuestionado, en el contexto de la
delegacién de ciertas tareas a agencias de la Unién. Su proliferacién deriva
de la toma de conciencia de que no es, en determinadas dreas, posible

rente del que rige el ejercicio de las competencias de ejecucion que han sido conferidas
a la Comisidn.
61 Sentencia de 20 de mayo de 2021, Renesola UK, C-209/20, EU:C:2021:400, apdo. 33.
2 Ibid., apdos. 34-36.
9 Sentencia de 20 de diciembre de 2017, Espafia/Consejo, C-521/15, EU:C:2017:982.
64 Este no era el caso de una decisién de ejecucién por la que se imponia una multa a
Espana debido a la manipulacién de los datos de déficit en la Comunitat Valenciana.
Un acto que instituye una competencia consistente en imponer una multa a un Estado

miembro no se presta en absoluto a su ejecucién por los propios Estados miembros.
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asegurar una aplicacién uniforme del derecho de la Unién a través de las
administraciones de veintisiete Estados miembros, mientras que, al mismo
tiempo, se constata una imposibilidad «politica» de dotar a la Comisién de
competencias adicionales (Chamon, 2023). No obstante, su falta de recono-
cimiento explicito en los Tratados supone abrir un debate constante sobre
los limites de sus poderes. Este debate se ha intentado racionalizar con el
«Enfoque comun sobre las agencias descentralizadas de la UE» que,
aprobado en julio de 2012 por el Parlamento Europeo, el Consejo y la
Comisién, define un marco mds coherente y eficaz para el funcionamiento
de dichas agencias®. En la prictica, los limites a la delegacién son probable-
mente menos restrictivos de lo que el tenor literal de algunas sentencias
sugiere, y los tribunales europeos todavia se esfuerzan en definir coherente-
mente un marco juridico para dichas delegaciones en procesos de decisién
complejos (Chamon, 2023).

Actualmente existen en la Unién Europea mds de treinta agencias, califi-
cadas como «descentralizadas», algunas de las cuales gozan de competencias
para adoptar decisiones vinculantes. No obstante, las agencias de la Unién
Europea difieren entre si en cuanto a su fundamento juridico, su organizacién
y las competencias que se les confieren (Virgala Foruria, 2011; Chamon,
2016). Algunas son creadas directamente mediante alguna disposicién de los
Tratados®, mientras que otras son creadas mediante el derecho derivado y
tienen un simple cardcter consultivo®.

En la sentencia Meroni/Alta Autoridad®, el Tribunal de Justicia distingui6
entre una delegacién de facultades claramente delimitadas, y cuyo uso, por
ello, puede ser controlado rigurosamente en relacién con criterios objetivos
fijados por la autoridad delegante, y «una facultad discrecional, que implique
una amplia libertad de apreciacién, que pueda traducirse a través del uso que
se haga de ella en una verdadera politica econdmica». Una delegacién del
primer tipo es aceptable, mientras que una delegacién del segundo tipo, al

% hetps://tinyurl.com/bdftxf35.

% Como sucede, por ejemplo, en el caso de la Agencia Europea de Defensa (arts. 42.3
TUE y 45 TUE) y la Oficina Europea de Policfa (art. 88 TFUE).

" Un fenémeno aparte son las agencias ejecutivas. Estas ejecutan programas de gastos y

dependen directamente de la Comisién, ante la cual responden en exclusiva. La

Comisién ha creado agencias ejecutivas en virtud del art. 6 del Reglamento (CE) n.°

58/2003 del Consejo, de 19 de diciembre de 2002, por el que se establece el estatuto

de las agencias ejecutivas encargadas de determinadas tareas de gestién de los

programas comunitarios. Estas son organismos que operan por subdelegacién de

poderes de la Comisién.

% Sentencia de 13 de junio de 1958, Meroni/Alta Autoridad, 10/56, EU:C:1958:8.
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sustituir las opciones de la autoridad delegante por las de la autoridad delegada,
realiza un «verdadero desplazamiento de responsabilidad».

La sentencia Reino Unido/Parlamento y Consejo efectué una relectura de
esta tradicional jurisprudencia a la luz de los arts. 290 y 291 TFUE®. El
Tribunal de Justicia considerd que la delegacién de competencias a la Autoridad
Europea de Valores y Mercados (AEVM) en virtud del art. 28 del Reglamento
n.° 236/2012, sobre las ventas en corto y determinados aspectos de las
permutas de cobertura por impago, era compatible con el Tratado FUE, ya
que dichas competencias estaban delimitadas con precisién y podian ser
objeto de control judicial a la luz de los objetivos fijados por la autoridad
delegante’. El Tribunal considera que el marco institucional creado por el
Tratado FUE, y en particular los arts. 263 TFUE, pérrafo primero, y 277
TFUE, permite explicitamente a los 6rganos y organismos de la Unién adoptar
actos de alcance general. En tales circunstancias, tampoco podia deducirse de
la sentencia Romano’ que la delegacién de competencias a una instancia como
la AEVM se rija por otros requisitos distintos de los enunciados en la sentencia
Meroni/Alta Autoridad’*. El Tribunal de Justicia confirma también la compa-
tibilidad de dichas delegaciones con los 290 TFUE y 291 TFUE, de manera
que los mismos no conforman un sistema exhaustivo’.

El Tribunal de Justicia, posteriormente, en el marco de la cooperacién
reforzada en el dmbito de la creacién de una proteccién unitaria mediante
patente, rechaza que fuera contrario a los Tratados el no haberse confiado la
adopcién de actos de ejecucion a la Comisién, en relacién con las tasas anuales
y de su cuota de distribucién’. No se habia demostrado que se requirieran
condiciones uniformes de ejecucién de los actos juridicamente vinculantes de
la Unién”. Desestima también la alegacién basada en la violacién de los

 Sentencia de 22 de enero de 2014, Reino Unido/Parlamento y Consejo, C-270/12,
EU:C:2014:18.

7% Ibid., apdos. 41 a 53.

71" Sentencia de 14 de mayo de 1981, Romano, 98/80, EU:C:1981:104.

72 Sentencia de 22 de enero de 2014, Reino Unido/Parlamento y Consejo, C-270/12,
EU:C:2014:18, apdos. 65 y 66.

73 Sentencia de 22 de enero de 2014, Reino Unido/Parlamento y Consejo, C-270/12,

EU:C:2014:18, apdos. 79 a 86.

Sentencia de 5 de mayo de 2015, Espana/Parlamento y Consejo, C-146/13,

EU:C:2015:298. El Reino de Espafia solicitaba la anulacién del Reglamento (UE) n.°

1257/2012 del Parlamento Europeo y del Consejo, de 17 de diciembre de 2012, por

el que se establece una cooperacién reforzada en el dmbito de la creacién de una

74

proteccién unitaria mediante patente (DO L 361, p. 1).
7> Ibid., apdos. 73-83.
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principios enunciados en la sentencia Meroni/Alta Autoridad. A diferencia de
sus Estados miembros, no es parte del Convenio sobre Concesién de Patentes
Europeas (CPE) y el legislador de la Unién no habia delegado en los Estados
miembros participantes o en la Oficina Europea de Patentes (OEP) compe-
tencias de ejecucion que le corresponden exclusivamente en virtud del derecho
de la Unién. Los principios desarrollados por el Tribunal de Justicia en la

sentencia Meroni/Alta Autoridad no eran pues aplicables™.

VIII. LA COMISION EN LA ACCION EXTERIOR DE LA UNION
1. UN ACTOR EN BUSCA DE SU ROL

En la Gltima década la Comisién ha intentado abiertamente posicionarse
también como un actor principal de la accién exterior de la Unidn. Para ello
se ha basado en una lectura, que entendia favorable, de los Tratados que ha
conducido a una abundante jurisprudencia que ha terminado por ir perfi-
lando el papel constitucional de la Comisién en esta drea.

La dimensién internacional de la Unién se ha extendido de forma gradual
y poco estructurada, y la accién exterior se caracteriza por desplegar procedi-
mientos alambicados. Forzados por diplomacias celosas de salvaguardar su
papel en la escena internacional, los Estados miembros han opuesto una fuerte
resistencia a tendencias «comunitarizadoras», que han continuado dando
lugar a unas formas organizativas complejas (Martenczuk, 2008).

Los Tratados prevén que la elaboracién de la accién exterior no corres-
ponde a la Comisién sino al Consejo de Asuntos Exteriores, que atenderd a las
lineas estratégicas definidas por el Consejo Europeo (art. 16.6 TUE). No
obstante, en el marco de la accién exterior de la Unidn, el alto representante,
en el dmbito de la politica exterior y de seguridad”’, y la Comisién, en los

76 Sentencia de 5 de mayo de 2015, Espana/Parlamento y Consejo, C-146/13,

EU:C:2015:298, apdos. 84-87. Véase también Sentencia de 5 de mayo de 2015,

Espafia/Consejo, C-147/13, EU:C:2015:299, apdos. 60-63.
7 El puesto de alto representante, al que asiste un servicio diplomatico, el Servicio
Europeo de Accién Exterior (SEAE), estd a caballo entre la Comisién y el Consejo,
por ser quien preside las sesiones del Consejo de Asuntos Exteriores. Mds alld de sus
tareas en el dmbito de la PESC, en las que estard sometido a las orientaciones fijadas
por el Consejo, el alto representante es, al mismo tiempo, responsable, en calidad de
vicepresidente de la Comisién, de las responsabilidades de la misma en el dmbito
de las relaciones exteriores y de la coordinacién de los demds aspectos de la accién
exterior de la Unién (art. 18, apdos. 2 y 4, TUE).
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demds dmbitos, podrdn presentar propuestas conjuntas ante el Consejo de
la Unién (art. 22.2 TUE). Por otra parte, el TUE atribuye al Consejo y a la
Comisién, asistidos por el Alto Representante, la funcién consistente en
garantizar la coherencia de la accién exterior (art. 21.3 TUE). La Comisién
contribuye a dicha coherencia en la medida en que tiene la facultad de
recomendar la celebracién de acuerdos internacionales y de negociar, en su
caso, su contenido, asi como la posibilidad de presentar propuestas conjuntas
con el Alto Representante que atinen los asuntos PESC y el resto de materias.
Estas facultades son ldgicas, pues son andlogas a las facultades de iniciativa que
tiene en el foro interno. No obstante, mientras que el Alto Representante
ejecuta las politicas «como mandatario del Consejo» (art. 18.2 TUE), los
Tratados no definen en ningtin caso a la Comisién como «mandatario» del
Consejo, expresién que denotarfa una cierta subordinacién o actuacién en
nombre ajeno. Su funcién se ejerce, por lo tanto, «en nombre propio» y de
manera auténoma.

Los Tratados disocian no obstante la elaboracién de la accién exterior de
la representacién exterior. Antes del Tratado de Lisboa la Comisién habia
asumido funciones de representacién exterior de la Comunidad”™ y de
negociacién de los acuerdos internacionales, pero tuvo que buscar compro-
misos con los otros actores sin que el alcance y los limites de las competencias
respectivas fueran en ningin momento bien definidos. Ante esta situacién, el
Tratado de Lisboa reforzé el papel de «representacién» de la Comisién. A
pesar de las buenas intenciones de los autores del Tratado de Lisboa, la repre-
sentacién exterior sigue basindose en un sistema tnico integrado por una
pluralidad de actores y las fricciones contintian existiendo.

2. LA NEGOCIACION Y CELEBRACION DE ACUERDOS INTERNACIONALES

Elart. 218.3 TFUE afirma la facultad de la Comisién (o del Alto Repre-
sentante respecto de los asuntos PESC) para recomendar al Consejo la apertura
de negociaciones dirigidas a la celebracién de acuerdos internacionales”. Serd
la Comisién quien proponga posteriormente la firma y la celebracién. El

78 Véanse, sentencias de 12 de septiembre de 2006, Reynolds/Comisién, C-131/03 P,
EU:C:2006:541, apdo. 94 y de 10 de mayo de 2001, Kaufring y otros/Comisién,
T-186/97, T-187/97, T-190/97 a T-192/97, T-210/97, T-211/97, T-216/97,
1-217197,1-218/97, T-279/97, T-280/97, T-293/97 y T-147/99, EU:T:2001:133.

72 El poder de recomendacién se extiende a las cuestiones monetarias, aunque en este

caso no es un poder exclusivo (art. 219.1 TFUE, que afirma un poder de recomenda-

cién compartido entre la Comisién y el Banco Central Europeo).
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equilibrio institucional de los Tratados asume que el poder de negociacién y
propuesta se aunan en la misma institucién®.

Estas lineas generales plantean a veces dificultades en su aplicacién
préctica. La Comisién considera que como «negociadora» es quien define la
posicién de negociacién de la Unién. El Consejo, al contrario, parte de una
lectura de la competencia negociadora de la Comisién en la que estd sometida
alo que el Consejo haya decidido en sus directrices de negociacién, y en la que
el comité consultivo del art. 218.4 TFUE es a veces transformado en érgano
decisorio de la posicién de la Unién.

El Tribunal de Justicia fall6 sobre estas distintas posiciones en el asunto
Comisién/Consejo, relativo la apertura de negociaciones para la conexién del
régimen de comercio de derechos de emisién de gases de efecto invernadero
de la Unién Europea con un sistema de comercio de derechos de emisién de
gases de efecto invernadero de Australia (C-425/13)%". A caballo conceptual-
mente entre de derecho de iniciativa y al poder de representacion exterior, el
Tribunal de Justicia aclaré que, en el marco de la negociacién de un acuerdo
internacional, las posiciones del Consejo o del comité especial no son vincu-
lantes para el negociador. No obstante, el Consejo puede establecer reglas de
procedimiento que se imponen al mismo siempre que no violen el equilibrio
institucional®. El Tribunal de Justicia anulé asi algunos elementos de las
directrices de negociacién anexas a la decisién del Consejo por la que se
autorizaba la apertura de negociaciones.

El Tribunal de Justicia consideré que el cardcter vinculante de las
posiciones establecidas por el Comité especial, o, en su caso, por el propio
Consejo, es contrario al art. 218.4 TFUE. La funcién de establecer las
posiciones de negociacién detalladas de la Unién sobrepasa la funcién
consultiva que se asigna al Comité especial. Por otra parte, aunque es cierto
que el art. 218.4 TFUE autoriza al Consejo a formular directrices de
negociacion, esta disposicién, en cambio, no concede a dicha institucién la
facultad de imponer al negociador «posiciones de negociacién detalladas».

80 La negociacién de los acuerdos comerciales es objeto de regulacién especifica en el
art. 207 TFUE, disposicién que se refiere explicitamente a la Comisién.

81 Sentencia de 16 de julio de 2015, Comisién/Consejo, C-425/13, EU:C:2015:483.

82 El Tribunal de Justicia desestima que el adoptar unilateralmente modalidades de
procedimiento en lo que respecta a la relacién de la Comisién y el Consejo y el comité
especial que sigue la negociacién sea contrario a los arts. 218 y 295 TFEU. Considera
que el art. 218.4 TFUE habilita al Consejo a establecer, en las directrices de negocia-
cién, modalidades de procedimiento que regulen el proceso de informacién,
comunicacién y consulta entre el Comité especial y la Comisién, por cuanto tales
reglas responden al objetivo de garantizar una concertacién adecuada a nivel interno.
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De este modo, el Consejo vulnerd igualmente el principio de equilibrio
institucional.

En mi opinién, un enfoque limitativo de la libertad de la Comisién en la
negociacién dejaria de lado que la firmay celebracién no son sino un fenémeno
de configuracién normativa, paralelo a los procesos «internos», antes abordada.
La firma y la celebracién se deciden sobre la base de una propuesta de la
Comisién y el poder de negociacién estd intimamente vinculado al poder de
propuesta. Para que un acuerdo internacional sea finalmente celebrado por la
Unién deberd contar con el asentimiento de las tres instituciones®. El proceso
de elaboracién del acuerdo internacional debe, por lo tanto, implicar deberes
reciprocos de cooperacion leal y sincera, y «<acomodamientos mutuos.

Las tensiones se manifiestan también a la hora de definir las situaciones
en que la Comisién puede concluir determinados acuerdos internacionales
vinculantes o no vinculantes segtin los casos. En principio, tal poder es
limitado. El Tribunal de Justicia rechazé hace tiempo que la Comisién tuviera
competencia para celebrar un acuerdo con Estados Unidos relativo a la
aplicacién del derecho de la competencia®.

Ciertas situaciones son poco controvertidas. El art. 218.7 TFUE recoge
la competencia consistente en adoptar en nombre de la Unién adaptaciones
de un acuerdo anterior para cuya adopcidn se prevea un procedimiento simpli-
ficado o la intervencién de un érgano creado por el acuerdo. Esta facultad
recuerda los poderes para adoptar normas delegadas.

Pero los supuestos de acuerdos concluidos por la Comisién no se agotan
ahi. Mis alld de los supuestos vinculados a los privilegios e inmunidades®, la
Comisién ha celebrado acuerdos relacionados con el funcionamiento de los
panels dedicados al arreglo de controversias en el dmbito de las relaciones
econdémicas internacionales y otros acuerdos de cardcter técnico o adminis-
trativo sin que hubiera una habilitacién expresa (sobre el rol de la Comisién
en este ambito, véase seccién VIIL3 infra).

8 Con el de la Comisién, pues la Comisién solo debe proponer la celebracién de
acuerdos que sean en interés de la Unién y no tiene sentido obligarla a negociar un
acuerdo cuya celebracién posterior no considere en interés de la Unidén. Y con el del
Parlamento, pues una mayoria de acuerdos, y desde luego los mds importantes politi-
camente, requieren su previa aprobacién.

84 Sentencia de 9 de agosto de 1994, Francia/Consejo, C-327/91, EU:C:1994:305.

8 Art. 7 del Protocolo sobre los privilegios e inmunidades de las Comunidades Europeas,

faculta a la Comisién a celebrar con terceros Estados acuerdos para el reconocimiento de

los salvoconductos en favor de los funcionarios. Junto a ello, la Comisién ha celebrado
un niimero reducido de acuerdos internacionales en el dmbito de los privilegios e inmu-
nidades de las delegaciones de la Comisién en terceros Estados.
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Caso aparte son los acuerdos no vinculantes. La Comisién sostenia en los
primeros afios de aplicacion el Tratado de Lisboa que la firma de un acuerdo
no vinculante constituye un acto de representacién exterior de la Unidn, en el
sentido del art. 17.1 TUE, siempre que el acuerdo no vinculante refleje una
posicién o una politica de la Unidn ya establecida por el Consejo. Al contrario,
el Consejo se desprendi6 de una cierta tolerancia anterior y, aun cuando acepta
la posibilidad de que la Comisién firme acuerdos meramente administrativos,
en ejercicio de su autonomia administrativa, defiende para otros documentos
que tengan una mayor carga politica una aproximacién al procedimiento de
celebracién de acuerdos internacionales.

El Tribunal de Justicia ha decidido que la Comisién debe obtener la
autorizacién previa del Consejo para la firma de acuerdos politicos no vincu-
lantes®. El Tribunal de Justicia anulé por ello la decisién de la Comisidn,
relativa a la firma de la adenda al Memordndum de Acuerdo correspondiente
a una contribucién financiera de la Confederacién Suiza. Era pacifico que no
se trataba de un tratado internacional al que resultara aplicable el art. 218
TFUE. No obstante, el Consejo alegaba esencialmente que la Comisién era
incompetente, a falta de autorizacién previa del Consejo, para adoptar la
decisién impugnada. La Comisién sostenia, por su parte, que en el caso de
autos el Consejo habia establecido, en conclusiones adoptadas en 2012, una
«posicién de la Unién». La adenda de 2013 era conforme a esta posicién, de
modo que la Comisién podia, a su juicio, proceder a la firma de esa Adenda
sin obtener la autorizacién previa del Consejo para ello.

El Tribunal de Justicia recordé que el art. 16.1 TUE, segunda frase,
dispone que el Consejo ejercerd funciones de definicién de politicas y de
coordinacidn, en las condiciones establecidas en los Tratados® . A este respecto,
el Tribunal senalé que el mero hecho de que la Comisién disponga de la
facultad de representacién exterior de la Unién no era suficiente para responder
a la cuesti6n planteada. En lo atinente a las conclusiones de 2012, si bien estas
autorizaban a la Comisién a «entablar las negociaciones necesarias» con el
Consejo Federal suizo a efectos de una contribucién financiera en favor de la
Republica de Croacia, no contenian sin embargo una autorizacién que permita
a la Comisién firmar, en nombre de la Unidn, la adenda resultante de tales
negociaciones.

86 Sentencia de 28 de julio de 2016, Consejo/Comisién, C-660/13, EU:C:2016:616.

8 Con respecto mds concretamente a la accién exterior de la Unién, el art. 16.6 TUE,
parrafo tercero, preceptia que el Consejo de Asuntos Exteriores elaborard la accién
exterior de la Unién atendiendo a las lineas estratégicas definidas por el Consejo
Europeo y velard por la coherencia de la accién de la Unidn.
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En estas circunstancias, no cabe considerar que la Comisién esté
habilitada por su facultad de representacién exterior en virtud del art. 17.1
TUE para firmar un acuerdo no vinculante resultante de las negociaciones
llevadas a cabo con un pais tercero. En efecto, la decisién relativa a la firma de
un acuerdo con un pais tercero incluido en un dmbito de competencias de la
Unién, al margen de que el acuerdo sea vinculante o no, implica apreciar,
atendiendo a las lineas estratégicas definidas por el Consejo Europeo y a los
principios y objetivos de la accién exterior de la Unién enunciados en el
art. 21 TUE, apdos. 1 y 2, los intereses de la Unién en el marco de las relaciones
con el pais tercero de que se trate y arbitrar entre los intereses divergentes de
tales relaciones. Por lo tanto, una decision relativa a la firma de un acuerdo no
vinculante forma parte de los actos de definicién de politicas de la Unién y de
elaboracién de la accidén exterior de esta, en el sentido del art. 16.1 TUE,
segunda frase, y apdo. 6, pdrrafo tercero.

3. LA DIMENSION EXTERIOR DEL PAPEL DE SUPERVISION DE LA
APLICACION DEL DERECHO

Los acuerdos sobre arreglos de controversias y, en general, el rol de la
Comisién en litigios internacionales, que mencionamos anteriormente, no
son sino la manifestacién del rol de representacién exterior y de «guardiin
de los Tratados», calidad esta dltima que adquiere también una vertiente
externa®®.

El Tribunal de Justicia ha confirmado el papel de la Comisién en relacién
con jurisdicciones internacionales, desestimando el recurso interpuesto por el
Consejo contra la decisién de la Comisién de enviar observaciones escritas, en
nombre de la UE, al Tribunal Internacional del Derecho del Mar (TIDM)
en un procedimiento de opinién consultiva®. El Tribunal de Justicia consideré
que el art. 335 TFUE, aunque solo se refiera expresamente a los Estados
miembros, constituye la expresién de un principio general en virtud del cual
la Unién dispone de capacidad juridica y estd representada, a tal fin, por la
Comisién.

88 El Tribunal de Justicia ha considerado que la condicién de guardiana de los Tratados

también comprende los acuerdos celebrados en virtud de este, y por ello la Comisién
«estd obligada a cerciorarse del correcto cumplimiento por un tercer pais de las obli-
gaciones que ha contraido en virtud de un Acuerdo celebrado con la Comunidad a
través de los medios previstos en el Acuerdo o de las decisiones adoptadas en virtud de
este» (sentencias de 10 de septiembre de 2009, CAS/Comisién, C-204/07,
EU:C:2008:446, apdo. 95, y de 27 de julio de 2019, Prenatal, C-589/17, apdo. 87).
89 Sentencia de 6 de octubre de 2015, Consejo/Comisién, C-73/14, EU:C:2015:663.
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Sin embargo, para el Tribunal el principio de cooperacién leal impone al
menos a la Comisién la obligacién de consultar previamente al Consejo cuando
se proponga expresar posiciones en nombre de la Unién ante un tribunal inter-
nacional®. En el caso de autos la Comisién cumplié efectivamente con esta
obligacién. La presentacién por la Comisién al TIDM de las observaciones
escritas en nombre de la Unién vino precedida de la comunicacién por la misma
institucién al Consejo de un documento, que fue revisado en diferentes ocasiones
para tener en cuenta las consideraciones manifestadas en su seno.

4. OTRAS SITUACIONES: DE LA PARTICIPACION EN ORGANIZACIONES
INTERNACIONALES A LA PARTICIPACION DE PAISES TERCEROS
EN AGENCIAS DE LA UNION

Las tesis de la Comisién han sido también desestimadas en la sentencia
sobre la Organizacién Maritima Internacional (OMI)”'. El caso de autos
trataba de una contribucién a los trabajos de la OMI en el contexto del
Convenio MARPOL??, donde la OMI adopté una serie de medidas obliga-
torias para reducir las emisiones de gases de efecto invernadero (GEI) debidas
al transporte maritimo internacional. Todos los Estados miembros son partes
de dicho Convenio y del Convenio de la OMI, mientras que la Unién no es
parte de ninguno de los dos.

% Por el contrario, el Tribunal de Justicia no considera aplicable el art. 218.9 TFEU. La

referencia que en €l se contiene a las posiciones que deban adoptarse en nombre de la
Unién en un organismo creado por un acuerdo internacional que deba adoptar actos
que surtan efectos juridicos significa que la aplicacién de esta disposicién hace refe-
rencia a las posiciones que deban adoptarse en nombre de la Unién en el marco de su
participacién —por medio de sus instituciones o, en su caso, a través de la actuacién
solidaria de los Estados miembros en interés de la Unién— en la adopcién de tales
actos en el seno del organismo internacional de que se trate. Ahora bien, en el caso
ante el TIDM, en su condicidn de parte, se insta a la Unién a manifestar una posicién
ante un tribunal internacional, pero no ez dicho tribunal.
1 Sentencia de 5 de abril de 2022, Comisién/Consejo, (Organizacién Maritima Inter-
nacional), C-161/20, EU:C:2022:260. La OMI, creada por el Convenio Constitutivo
de la Organizacién Maritima Internacional, hecho en Ginebra el 6 de marzo de 1948
(Recopilacion de Tratados de las Naciones Unidas, vol. 289, p. 3), es un organismo espe-
cializado de las Naciones Unidas encargado, en particular, de prevenir la contaminacién
del medio marino y la atmésfera por los buques.
92" Convenio Internacional para Prevenir la Contaminacién por los Buques, hecho
en Londres el 2 de noviembre de 1973 y completado por dos protocolos adoptados en

1978 y 1997 (Convenio MARPOL).
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La Comisién sostenia que le correspondia transmitir la contribucién
controvertida a la OMI. La Comisién alegaba asimismo que, dado que esta
contribucién se habia producido en una materia que era competencia exclusiva
de la Unidn, deberfa haberse presentado en nombre de la Unién y no de los
Estados miembros y la Comisién. El Tribunal de Justicia desestima el recurso
de la Comisién en su totalidad. El Tribunal sefiala, en primer lugar, que la
competencia de la Comisién para representar a la Unién en el ejercicio por
esta de su competencia externa no puede depender de la naturaleza exclusiva
o compartida de dicha competencia.

Recuerda que, cuando la Unién, como sujeto de derecho internacional,
decide ejercer sus competencias, tal ejercicio debe realizarse respetando el
derecho internacional pertinente. El Tribunal admite que la mera circuns-
tancia de que la Unién no sea miembro de una organizacién internacional no
autoriza a un Estado miembro, actuando a titulo individual en el marco de su
participacién en dicha organizacién internacional, a suscribir compromisos
capaces de afectar a las normas de la Unidn dictadas para alcanzar los objetivos
del Tratado. Sin embargo, en el caso de autos el Tribunal sefiala que Croacia
se limit6 a transmitir a dicha organizacién la contribucién controvertida de
los Estados miembros y la Comisién. Ninguna disposicién de los Tratados
exige que los Estados miembros atribuyan a la Comisién la tarea de asumir su
representacién, aun cuando el derecho internacional pertinente no se oponga
aello: el art. 17.1 TUE confiere a la Comisién la competencia exclusiva para
asumir Unicamente la representacién de la Unién, no la de los Estados
miembros, incluso cuando estos actiien conjuntamente en interés de la Unidn.

La Comisién no ha tenido mejor suerte en otros casos recientes. El Tribunal
de Justicia ha anulado también la decisién de la Comisién por la que se permitié
la participacién de Kosovo en el Organismo de Reguladores Europeos de las
Comunicaciones Electrénicas (ORECE), desestimando de paso la interpre-
tacién que del art. 17 TUE hacia la Comisién (y que habia confirmado
en primera instancia el Tribunal General)®. El Tribunal de Justicia anulé una
primera sentencia del Tribunal General y la decision controvertida de la
Comisién, debido a que el Tribunal General incurrié en un error de derecho al
considerar que la competencia para establecer las «<normas de trabajo» aplicables
a la participacién de las autoridades nacionales de reglamentacién (ANR) de
terceros paises en el ORECE corresponde a la Comisién, de forma unilateral,
con arreglo al art. 17 TUE. No obstante, la anulacién es ajena al hecho de que

%3 Sentencia de 17 de enero de 2023, Espana/Comisién, C-632/20 P, EU:C:2023:28 y
Sentencia del Tribunal General de 23 de septiembre de 2020, Espafia/ Comisidn,
T-370/19, EU:T:2020:440
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Kosovo no haya sido reconocido como un Estado soberano por la Unién, asi
como por varios Estados miembros™.

Senala el Tribunal que la Comisién dispone, en el marco de la adopcién
de las «normas de trabajo» en cuestién, de una potestad de control. Las
normas de trabajo no tienen por objeto la representacién exterior de la
Unién como tal, sino precisar, en particular, el cardcter, el alcance y las
modalidades de participacién, en los trabajos de los organismos de la Unién
en cuestidon, de las ANR de terceros paises que hayan celebrado acuerdos
con la Unién a tal efecto.

IX. CONCLUSIONES

Los Tratados configuran un sistema original de reparto de poderes que
lleva a procesos decisorios que diferencian a la Unién de cualquier otra entidad
estatal u organizacién internacional. La Comisién desempefia, a veces no en
exclusiva, tareas politicas comparables a las tareas cldsicas de un Gobierno
nacional, como la presentacién de propuestas legislativas, la ejecucién del
presupuesto y la garantia de la representacién exterior. Al mismo tiempo acttia
como administracién general central en determinados dmbitos de la legis-
lacién reguladora econémica (competencia y comercio) y, en estrecha
cooperacién con los Estados miembros y las agencias, en muchos otros
dmbitos.

No obstante, el que no le sea conferida una tarea de direccién politica
normalmente asociada a los Gobiernos no implica que no pueda tener sus
propias prioridades politicas. Cada una de las instituciones puede legitima-
mente adoptar sus propias orientaciones politicas y utilizar los medios de
actuacién disponibles para ejercer una influencia en las demds instituciones. A
este respecto, estimo de particular interés el que el propio Tribunal de Justicia
haya hecho hincapié en que la Comisién promueve un interés que es diferente
del que puedan promover otras instituciones y haya articulado mecanismos
que ayudan a garantizar su ejercicio, como la retirada de propuestas o una

% El Tribunal de Justicia considera que el Tribunal General no incurrié en error de

derecho cuando concluyé que la Comisién no habia infringido, en la decisién contro-
vertida, el art. 35.2 del Reglamento (UE) 2018/1971 del Parlamento Europeo y del
Consejo, por el que se establecen el Organismo de Reguladores Europeos de las
Comunicaciones Electrénicas (ORECE) y la Agencia de Apoyo al ORECE (Oficina
del ORECE), al considerar que Kosovo era asimilable a un «tercer pais» a efectos de
esa disposicién. El Tribunal de Justicia considera que Kosovo puede asimilarse a un
«tercer pais», en el sentido de dicha disposicién, sin vulnerar el derecho internacional.
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interpretacion restrictiva de los poderes del Consejo a la hora de modificar
dichas propuestas. El que se consagre que la Comisidn puede también definir
elecciones de naturaleza politica, que puedan ser diferentes a las del Consejo y
el Parlamento, cimenta jurisprudencialmente la concepcién de una Comisién
guiada por un interés genuinamente europeo.

Comparada con los Estados constitucionales contempordneos, la Unién
presenta problemas de transparencia a la hora de definir una dindmica de
rendimiento de cuentas (Curtin, 2009: 42). La Comisién rinde cuentas ante
el Parlamento, pero la Comisién no controla necesariamente las grandes
orientaciones politicas del Consejo Europeo. El alambicado proceso de
decisiones no resulta suficientemente transparente para el que el elector pueda
atribuir responsabilidades a los diferentes actores.

En el dmbito externo, la Comisién debe todavia afrontar importantes
reticencias. En las grandes crisis internacionales los mecanismos de la Unién
se revelan como demasiado lentos y no es raro ver que son los lideres de los
grandes Estados europeos quienes toman la iniciativa y no los actores que
deben representar a la Unién. Una lectura restrictiva del papel de la Comisién
en esta drea que se desviara sustancialmente del método comunitario conlleva
el riesgo de diluir la imagen externa de la Unién. No obstante, el Tribunal de
Justicia no ha seguido enteramente a la Comisién a la hora de definir su rol
externo, en particular en su lectura extensiva del poder de representacién.

En sus tareas internas de desarrollo normativo y ejecucién, tras dejar al
legislador un cierto margen de apreciacién, el Tribunal de Justicia ha inter-
pretado las funciones de la Comisién de manera amplia, lo que facilita sus
tareas. Al mismo tiempo, la tendencia a una mayor creacién de agencias de
regulacién puede dejar poco a poco la Comisién en una «tierra de nadie»: aun
cuando guarde la iniciativa legislativa, la misma es influenciada por las orien-
taciones del Consejo Europeo, y dicha iniciativa debe a su vez basarse en un
conocimiento de la materia y una competencia profesional que pueden
resultar debilitados al no disponer la Comisién de una experiencia directa en
materia de ejecucién.

La Comisién vive un proceso constante de redefinicién de su papel. La
tensién entre institucién técnica y politica es continua y se ha conjugado de
manera diversa a lo largo de su historia. Lo habitual es actualmente que cada
nueva Comisién se presente como «mds politica» que las precedentes, sin que
con frecuencia se aclare qué significa ser mds o menos politico. En algunos
casos puede significar el intentar entroncarse de manera mds clara con una
legitimidad democrdtica que emana del Parlamento, que refleja la dindmica
parlamentaria nacional. En todo caso, esto no debe llevar a relativizar el papel
de la Comisién como interlocutor imparcial y en particular su papel de
«guardiana de los Tratados», pues la aplicacién estricta del derecho en un
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complejo conglomerado con intereses variados y de diferente peso politico es
lo que legitima en gran medida el papel de la Comisién.
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